
Acta Sesión Extraordinaria 35-2005 
 

09 de junio del 2005 
 
Acta de la Sesión Extraordinaria N° 35-2005 celebrada por el Concejo Municipal de Belén, a las 
dieciocho horas del nueve de junio del dos mil cinco, en el Salón de Sesiones de la Municipalidad de 
Belén, en el Distrito San Antonio. MIEMBROS PRESENTES: REGIDORES PROPIETARIOS: Lcda. 
Mariana Chaves Rodríguez quien preside.  Sr. Erick Villegas González Vicepresidente.    Sr. Marco 
T. Chacón Sánchez.  Sra. Lorena Venegas Zumbado. Ing. William Murillo Montero. REGIDORES 
SUPLENTES:  Srta. Elvia González Fuentes.  María Lorena Vargas Víquez.  Sr. Desiderio Solano 
Moya.  Sr. Miguel Alfaro Villalobos. SINDICOS PROPIETARIOS:  Sra. Margarita González Alfaro.  
Sra.  Rita Eugenia Guido Quesada.  Sr.  Alexander González Pérez.  SINDICOS SUPLENTES:  Sra. 
Ligia Delgado Zumbado.  FUNCIONARIOS MUNICIPALES:  Secretaria Municipal: Sra. Ana 
Patricia Murillo Delgado.  Alcaldesa Suplente:  Sra. Marielos Segura Rodríguez.  MIEMBROS 
AUSENTES: REGIDORES SUPLENTES:  Sr. Julián Alberto Venegas Campos.  SINDICOS 
SUPLENTES:  Sr. José Joaquín Arguedas Miranda.  Sr.  Marcos Arroyo Agüero.  FUNCIONARIOS 
MUNICIPALES:  Alcalde Municipal Víctor Víquez Bolaños (justificado). 
 

CAPITULO I 
 

La Presidenta Municipal Mariana Chaves Rodríguez, pronuncia que las empresas GRUPO ROBLE 
INTERNACIONAL DE COSTA RICA, S.A.; PROPIEDADES IRH DE COSTA RICA, S.A.; 
DESARROLLO LOS PINOS DE GUACHIPELIN, S.A. y PARQUE CENTRAL, S.A.; y las 
sociedades VIVICOM DESARROLLOS S.A y MONTARAS DEL NORTE S.A., presentaron sendos 
Recursos de Revocatoria con Apelación en Subsidio y Nulidad Concomitante, contra los 
acuerdos tomados por el Concejo Municipal en la sesión ordinaria 23-2005, artículo 4 que rechazan 
la solicitud de disponibilidad de agua potable para los proyectos denominados Condominio La 
Arboleda del Grupo Roble y Condominio Paseo del Parque de VIVICON Desarrollos.  La 
Municipalidad de Belén contrató como asesor externo al Lic. Luis Antonio Alvarez Chaves, Asesor 
Legal Municipal del Centro Costarricense de Estudios Municipales, para que analizara los 
argumentos planteados por los desarrolladores, y el 07 de Junio de 2005, el Doctor Ennio Rodríguez 
Solís, Director Jurídico de la Municipalidad de Belén da por recibidos los informes identificados como 
LA-MB-018-2005 y LA-MB-019-2005, en respuesta a los Recursos de Revocatoria de Grupo Roble y 
VIVICON DESARROLLOS, respectivamente. 
 
Estos informes confirman que el Concejo Municipal actuó en forma correcta, prudente, y en apego a 
la legislación vigente, cuando, entre muchas otras razones que allí se detallan,  fundamentaron su 
decisión en:   
 
1. Que la Política Municipal denominada “Requisitos mínimos para Valoración de Disponibilidad 

de Agua para Desarrollos Habitacionales o Etapas de estos, a contabilizar en Urbanizaciones, 
Filiales de Condominios y Complejos Residenciales”, aprobado por el Concejo Municipal en 
sesión ordinaria 44-2004 del 13 de julio del 2004, y publicado en la Gaceta No. 147, el miércoles 
28 de julio del 2004, no es un acto reglado como se aduce; sino de un acto preparatorio, el cual 



como la palabra misma lo indica, prepara la emisión de un acto administrativo posterior y no 
produce ningún efecto externo sino a través de este último. 

 
2. Que con el cumplimiento de los requisitos mínimos para valoración de disponibilidad de agua, 

el solicitante del servicio, adquiere el irrestricto derecho a que su solicitud sea valorada de 
conformidad con los principios elementales de la ciencia, la técnica, la justicia, la lógica o 
conveniencia, mediante la aplicación de la Potestad discrecional del Gobierno Municipal; pero de 
manera alguna implica que el Concejo Municipal esté en la obligación de otorgar la 
disponibilidad de agua.  

  
3. Que el  otorgamiento de la certificación del uso del suelo es un acto preparatorio; que como 

acto jurídico concreto la Administración local acredita la conformidad o no del uso del suelo con 
lo establecido en la zonificación respectiva; y como acto administrativo el certificado de uso del 
suelo es meramente declarativo, en el sentido de que se limita a acreditar un hecho o situación 
jurídica sin crearla, modificarla o extinguirla, como sí ocurre con los actos administrativos 
constitutivos. En consecuencia, el certificado de uso del suelo es un requisito, pero no es una 
autorización para ejercer una actividad específica en un determinado terreno, ni para edificar o 
modificar construcciones ya existentes.   

 
4. Que el Concejo Municipal, tiene la potestad discrecional de autorizar o denegar el suministro 

de los servicios que presta, cuando existan motivos reales que justifiquen cualquier decisión 
(positiva o negativa), siendo que  tal discrecionalidad se encuentra sujeta a los dispuesto en los 
artículos 15, 16 y 17 de la Ley General de la Administración Pública. 

 
5. Que no existe Nulidad Absoluta por la violación de los límites del acto discrecional, en virtud 

de la existencia de estudios técnicos, los cuales están apoyados en elementos objetivos 
verificables técnicamente, y si seguimos la tesis de la denominada discrecionalidad técnica, el 
Concejo Municipal, ha actuado apoyado en elementos científicos, lógicos, objetivos y sobre todo 
de Conveniencia a favor de los intereses de la colectividad y de los derechos fundamentales de 
sus munícipes a gozar de un ambiente sano y ecológicamente equilibrado. 

 
6. Que no existe nulidad absoluta por desviación de poder, sino por el contrario, el Concejo 

Municipal asumió las responsabilidades encomendadas, dado que lo más sencillo hubiera sido 
otorgar indiscriminadamente acuerdos de disponibilidad de agua para el beneficio particular de 
una o varias personas jurídica, en detrimento de los derechos fundamentales del resto de la 
población del cantón, lo cual además ante los estudios técnicos supra referidos, iría en contra 
del Principio Precautorio antes expuesto  

 
Estas y otras razones expuestas en los informes, demuestran, sin lugar a dudas: 
1. Que el Concejo Municipal ha hecho su mejor esfuerzo por administrar los intereses y 

servicios locales en defensa de los derechos fundamentales de los habitantes del cantón;  
2. Que ha actuado en apego a los principios elementales de justicia, lógica y conveniencia;  
3. Que ha investigado, consultado y correlacionado información técnica actualizada y 

proveniente de fuentes confiables y diversas; 



4. Que apoyado en la potestad discrecional de autorizar o denegar la disponibilidad de agua, 
decidió aplicar el principio precautorio, dado que existe suficiente evidencia científica de que los 
acuíferos y los manantiales que suministran agua al Cantón y a gran parte del Gran Area 
Metropolitana están en peligro de daño grave e irreversible;  

5. Que en setiembre de 2004 se descubrió la contaminación que el pozo AB-1089, ubicado en 
Barreal de Heredia con una cantidad cercana a los 20 mil litros de combustible y amenaza el 
agua que consumen 320 mil personas, incluida la población de Belén.  

6. Que según declaraciones de la Ministra de Salud, María del Rocío Sáenz “Confirmó que se 
intentó detener una declaratoria de emergencia para atender con más celeridad el problema, 
pero no fue aprobada. La Comisión Nacional de Prevención de Riesgos y Atención de 
Emergencias (CNE) no la otorgó. Una declaración habría permitido comprar equipos o contratar 
–sin obstáculos- expertos.” 

 
Así las cosas, existen suficientes razones técnicas y legales para apoyar el motivo de la decisión 
administrativa impugnada, pero en razón de que: 

1. Existe abundante documentación técnica que respalda los argumentos utilizados por el 
Concejo Municipal para justificar su decisión. 

2. Existe abundante bibliografía que analiza la importancia económica y estratégica del agua, 
como marco conceptual del proyecto que pretende convertir el Balneario de Ojo de Agua en 
un Centro Educativo y Recreativo sobre el Recurso Hídrico.   

3. La sesión extraordinaria 24-2005 del 21 de abril de 2005 se realizó específicamente para 
que la comunidad, asociaciones de desarrollo y otras organizaciones escucharan a un grupo 
de expertos de muy alto nivel sobre las causas y consecuencias de una potencial 
contaminación del acuífero Barba. 

4. Que no basta la referencia genérica a los estudios técnicos en la motivación y contenido del 
acuerdo, dado que los mismos deben constar en el expediente administrativo, y debe 
hacerse referencia concreta a la los mismos una vez incorporados. A partir de la 
incorporación de estos estudios se evidenciaría la necesidad de tomar medidas inmediatas, 
en que la precaución y la prevención sean los principios dominantes. El fundamento último 
de estas medidas, radica en el interés público superior que el Concejo Municipal está 
obligados a proteger, así como el orden público sanitario como límite de la actuación 
administrativa.  

 
5. Que como asunto meramente técnico-legal, al momento de adoptarse el acuerdo la 

información técnica a que se refiere el Concejo no se había incorporado a los respectivos 
expedientes administrativos; con lo cual podría interpretarse que por la forma del acuerdo, 
como acto administrativo, adolece de una adecuada motivación que podrían implicar que en 
caso de rechazarse el recurso de revocatoria, el acuerdo sea anulado por el Tribunal 
Superior Contencioso Administrativo, al conocer del recurso de Apelación como Superior 
Jerárquico Impropio bifásico, dado que podría interpretar este tribunal que el acuerdo 
adolece de una adecuada motivación y de un contenido apropiado ante la ausencia de los 
elementos técnicos que se mencionan por parte del Concejo. 

 
Recomiendo acoger en todos sus extremos las conclusiones y recomendaciones de los informes 
identificados como LA-MB-018-2005 y LA-MB-019-2005, en respuesta a los Recursos de 



Revocatoria de Grupo Roble y VIVICON DESARROLLOS, respectivamente, que dice:  “A partir del 
referido análisis esta asesoría considera que por el fondo del asunto el Concejo Municipal ha optado 
por la tesis de acogerse al Principio Precautorio y al Principio In dubio Pro Natura en resguardo a los 
derechos fundamentales de los habitantes del cantón de Belén; pero ante posibles inconsistencias 
del acuerdo como acto administrativo en sus elementos de motivo y contenido, sería prudente en 
aplicación del principio de autotutela declarar parcialmente con lugar el recurso de revocatoria 
presentado en cuanto a la forma, y en consecuencia anular el acuerdo impugnado; para 
posteriormente dictarlo conforme corresponda.” 
 
El Vicepresidente Municipal Erick Villegas González, alega que hay partes de lo manifestado por la 
Presidenta Municipal que no están en los Dictámenes Jurídicos supracitados. 
 
La Presidenta Municipal Mariana Chaves Rodríguez, puntualiza que es una presentación donde se 
toman argumentos del Licenciado y personales. 
 
La Alcaldesa Marielos Segura Rodríguez, señala que el Alcalde Municipal estará ausente porque 
esta reunido con un Experto en agua potable en la Oficina del Director del Area de Servicios 
Públicos. 

 
CONOCER EL INFORME LEGAL ELABORADO POR EL LIC. LUIS ALVAREZ, ASESOR 

EXTERNO, EL QUE SE REFIERE AL RECURSO DE REVOCATORIA CON APELACIÓN EN 
SUBSIDIO Y NULIDAD CONCOMITANTE PRESENTADO EN EL OFICIO 1811 CONOCIDO EN EL 

ARTICULO 15 DEL ACTA 28-2005 DEL 10 DE MAYO DE 2005, CONTRA LOS ACUERDOS 
TOMADOS EN EL ARTICULO 4 DEL ACTA DE LA SESION ORDINARIA 23-2005 DEL 19 DE 

ABRIL DE 2005, POR PARTE DE VIVICON DESARROLLOS SOCIEDAD ANOMINA Y 
MONTARAS DEL NORTE SOCIEDAD ANÓNIMA. 

 
ARTICULO 1.  Se somete a discusión el Informe del Lic. Luis Antonio Alvarez Chávez, Asesor Legal 
Municipal, Centro Costarricense de Estudios Municipales. 

Una vez analizada la información aportada por la Alcaldía Municipal sobre el caso referido en el 
oficio No. E-006-2005, fechado 26 de mayo y recibido en este Despacho Asesor ese mismo día, a 
las 16:00 horas; y en atención al Recurso de Revocatoria con Apelación en subsidio presentado por 
el señor LEONARD FERRIS AGUILAR, vecino de Escazú, en su condición de representante de las 
sociedades VIVICOM DESARROLLOS S.A y MONTARAS DEL NORTE S.A. contra el acuerdo de 
la sesión ordinaria No. 23-2005, notificado el lunes 2 de mayo del 2005, en cuanto se deniega la 
solicitud de disponibilidad de agua potable,  procedo a responderlo mediante la siguientes 
consideraciones. 

I. DE LOS REQUISITOS DE ADMINISIBILIDAD DEL RECURSO.  Según se desprende de la 
documentación analizada, es posible determinar que el acuerdo impugnado, aprobado en la 
segunda parte del artículo 4 de la sesión ordinaria 23-2005 del 9 de abril de 2005 del Concejo 
Municipal de Belén, fue notificado a los interesados el día 2 de mayo de 2005. Siendo así y de 
conformidad con lo dispuesto por el artículo 156 del Código Municipal, es posible constatar que el 
recurso fue interpuesto el día 9 de mayo de 2005, dentro del plazo de cinco días contados a partir de 



la notificación del acuerdo a los interesados, por lo cual el mismo fue interpuesto en tiempo. Sobre la 
forma requiere el referido artículo 156 que el mismo se presente en un memorial razonado, lo cual 
también se cumple en el caso de nos ocupa, ante lo cual es procedente admitir el recurso para 
estudio e iniciar el análisis del mismo. 

II. SOBRE EL ACUERDO QUE RECHAZA EL OTORGAMIENTO DE AGUA POTABLE. 

PRIMERO: Sobre la Política Municipal denominada “Requisitos mínimos para Valoración de 
Disponibilidad de Agua para Desarrollos Habitacionales o Etapas de estos, a contabilizar en 
Urbanizaciones, Filiales de Condominios y Complejos Residenciales”.  Considera esta asesoría 
que el recurrente erróneamente analiza la naturaleza jurídica de las condiciones establecidas en la 
Política Municipal denominada “Requisitos mínimos para Valoración de Disponibilidad de Agua 
para Desarrollos Habitacionales o Etapas de estos, a contabilizar en Urbanizaciones, Filiales 
de Condominios y Complejos Residenciales” (el subrayado no es del original) aprobado por el 
Concejo Municipal en sesión ordinaria 44-2004 del 13 de julio del 2004, y publicado en la Gaceta No. 
147, el miércoles 28 de julio del 2004, el Concejo Municipal está obligado a autorizar el servicio de 
Agua Potable.  Respetuosamente se debe indicar, que es criterio de esta asesoría que esta 
interpretación del recurrente es errónea, en virtud de la naturaleza propia de los requisitos 
solicitados, esto porque como bien se indica, se trata de requisitos mínimos para la “valoración de 
disponibilidad de agua” para desarrollos habitacionales o etapas de estos; es decir, estamos en 
presencia no de un acto reglado como se aduce; sino de un acto preparatorio, el cual como la 
palabra misma lo indica, prepara la emisión de un acto administrativo posterior y no produce ningún 
efecto externo sino a través de este último. (En este sentido ORTIZ EDUARDO, Tesis de Derecho 
Administrativo Tomo II, edición 2002. P: 413). 

Considera esta asesoría que en el caso que nos ocupa la publicación del acuerdo del Concejo 
Municipal tomado en la sesión ordinaria número 44-2004, y publicado  en La Gaceta número 147 del 
miércoles 28 de julio de 2004, no corresponde a un Reglamento como pareciera interpretarlo el 
recurrente, sino que claramente se indica en el mismo que corresponde a una “Modificación de la 
Política de Regulación Anual de Crecimiento Urbano”; siendo claro que no estamos en presencia de 
una regulación reglamentaria, sino programática del Concejo Municipal de Belén; quien por 
consiguiente mantiene la posibilidad de valorar a partir de la información mínima exigida en esta 
política la viabilidad del otorgamiento o denegatoria de la disponibilidad de agua.  En este aspecto y 
en esta materia tan sensible por afectar los derechos fundamentales de los habitantes del Cantón de 
Belén, no podría considerarse que el Concejo Municipal habría de modo alguno renunciado a la 
discrecionalidad que le corresponde en la valoración de los intereses locales y que le han sido 
conferidos por el artículo 169 constitucional, concretizados en el artículo 4 inciso c) y en el artículo 
13 inciso d) del Código Municipal, dado que esta valoración no podría ser restringida, ni siquiera en 
un Reglamento, que en tal caso podría ser inconstitucional en la medida que afecte esa valoración 
amplia requerida en materia de la administración de los intereses locales. 

Es importante destacar en una forma aclaratoria, que  cuando el sentido de una determinada 
publicación, como la política denominada “Requisitos mínimos para Valoración de 
Disponibilidad de Agua para Desarrollos Habitacionales o Etapas de estos, a contabilizar en 
Urbanizaciones, Filiales de Condominios y Complejos Residenciales” no es dudosa, sino que 



resulta comprensible sin mayor esfuerzo, no es lícito variarla a título de interpretación particular de 
los administrados, porque en esa condición carecen de esa facultad, aunque se trate de una 
disposición inconveniente y aún demasiado severa a sus intereses, pues así y todo, tiene que ser 
aplicada por su sola calidad de precepto dictado por el Concejo Municipal; y lo mismo sucede con la 
ley, en cuyo caso, la idea está que los antiguos condensaron en la fórmula Dura lex, sed lex. 
("aunque la ley sea dura, siempre es ley") Las palabras con que esté redactada la ley, y en este 
supuesto la  reglamentación municipal, deben ser entendidas en su significación corriente (sentido 
propio de las palabras), a no ser que el legislador o los señores regidores les haya dado otro 
significado particular o técnico, caso en el cual habría de tomarse en cuenta esta particularidad a fin 
de ajustarse al concepto que propiamente se ha querido expresar.   

En el mismo sentido, se hace preciso interpretar las disposiciones del Concejo Municipal, en la 
dirección más racional, en la que mejor corresponda al bien de la Colectividad Cantonal y no a los 
intereses particulares de unos pocos; se debe interpretar acorde a las necesidades y conveniencias 
del pueblo, porque tal ha debido ser el propósito tenido en mente al dictarlas. Es decir, para su 
correcta interpretación las normas inmersas en el ordenamiento jurídico vigente, deberán 
relacionarse con la realidad social del tiempo en que han de ser aplicadas, atendiendo 
fundamentalmente al espíritu y finalidad de ellas. Además, las reglamentaciones municipales, así 
como las normas jurídicas no deben interpretarse aisladamente sino en armonía con otras que 
regulen la misma materia o sean conexas." (BRENES CORDOBA, Alberto; Tratado de las Personas, 
Volumen I, San José, Editorial Juricentro, 1986, pp. 74- 75, 76-77).  Por su parte, el tratadista 
alemán Karl Larenz precisa sobre el contenido de algunos métodos de interpretación de normas 
jurídicas, aplicables a las normas regentes de la materia Municipal vigente, en los siguientes 
términos:  

"a) EL SENTIDO LITERAL. Toda interpretación de un texto ha de comenzar con el sentido literal. 
Por tal entendemos el significado de un término o de una unión de palabras en el uso general del 
lenguaje o, en caso de que sea constatable un tal uso, en el uso especial del lenguaje de quien 
habla, aquí en el de la ley respectiva.  El enlace con el uso del lenguaje es el más evidente, porque 
se puede aceptar que aquél, que quiere decir algo, usa las palabras en el sentido en que 
comúnmente son entendidas. El legislador (en este supuesto el Concejo Municipal en ejercicio de su 
potestad reglamentaria) se sirve del lenguaje general porque y en tanto se dirige a los ciudadanos 
(munícipes) y desea ser entendido por ellos." (...)  

b) LA CONEXION DE SIGNIFICADO DE LA LEY (o texto normativo).  La conexión de significado 
de la reglamentación determina, en primer lugar, que se comprendan de la misma manera las frases 
y palabras individuales; como también, al contrario, la comprensión de un pasaje del texto es 
codeterminado por su contenido. (...) El sentido de la reglamentación particular sólo se infiere, las 
más de las veces, cuando se le considera parte de la regulación a que pertenece." (...)  
 
c) CRITERIOS TELEOLOGICOS-OBJETIVOS. Los fines que el legislador (en este caso el Concejo 
Municipal como órgano superior y representativo del Gobierno Municipal) intenta realizar por medio 
de la ley (o reglamentaciones) son, en muchos casos, aunque tampoco en todos, fines objetivos del 
Derecho, como  el "equilibrio" de una regulación en el sentido de prestar la máxima atención a los 
intereses que se hallan en juego, la protección de los bienes jurídicos y un el bienestar general.  



Además de ello, la mayoría de las reglamentaciones aspiran a una regulación que sea "conforme 
con la cosa". Sólo cuando se supone esta intención y no está contenida claramente en el contenido 
de la regulación, se llegará, por la vía de la interpretación, a resultados que posibilitan una solución 
"adecuada". LARENZ, Karl; Metodología de la Ciencia del Derecho, Barcelona, Editorial Ariel, 1980, 
pp. 316, 325, 331-332).  Es con fundamento en las anteriores precisiones que cabe acometer la 
tarea interpretativa de la Regulación que se cuestiona, empezando con una interpretación gramatical 
de la misma, por lo cual es claro que se deben distinguir dos supuestos diferentes que tienen 
atinencia con respecto al sentido de la Regulación.  El primero como las condiciones o requisitos 
para la valoración de la disponibilidad de agua potable, y la segunda, el otorgamiento del servicio 
de agua potable. 

Para el caso que nos ocupa, se desprende claramente que la intención de los señores y señoras 
regidoras de establecer la política aludida por el recurrente, es la establecida para la “Valoración de 
la Disponibilidad de Agua Potable”, es decir, con el cumplimiento de las condiciones indicadas en 
dicho reglamento, el solicitante del servicio o los servicios, adquiere el irrestricto derecho a que su 
solicitud sea valorada de conformidad con los principios elementales de la ciencia, la técnica, la 
justicia, la lógica o conveniencia, mediante la aplicación de la Potestad discrecional del Gobierno 
Municipal.  Ahora bien, se debe comprender claramente, que con la presentación y cumplimiento de 
las condiciones solicitadas al administrado en la política en análisis, lo que se pretende, es 
previamente someter a nivel interno, la valoración de la disponibilidad de agua potable que pueda 
abastecer, además de la población actual, a aquellos nuevos proyectos; esto con los elementos de 
juicio suficientes para proceder afirmativa o negativamente, y así poder determinar la viabilidad de 
dicho otorgamiento.  Es decir, el cumplimiento de las condiciones reglamentadas, de manera alguna 
implica que el Concejo Municipal esté en la obligación de otorgar dicho servicio.  

Cabe destacar, que dentro de la etapa previa de Valoración en cuanto a la disponibilidad de agua, 
además de las condiciones requeridas al urbanizador, o cualquiera que sea su denominación, se 
debe garantizar a la población del Cantón, que el servicio que se les brinda actualmente, no 
desmejore o peligre de no continuar siendo suministrado, y este peligro evidentemente no solo se 
limita a la cantidad sino que también abarca la calidad del agua potable suministrada.  De ahí que, 
estamos en presencia de una efectiva Potestad discrecional de la Administración Municipal de 
otorgar o no los servicios solicitados, por un asunto de conveniencia colectiva, como corolario del 
respeto a los derechos fundamentales de los munícipes del cantón que se puedan ver afectados con 
una decisión que no se ajuste a esos criterios de conveniencia que el Concejo Municipal debe 
valorar.  En el mismo sentido, y respecto al tema de las potestades regladas y discrecionales de un 
acto administrativo relacionado con el principio de legalidad que rige toda actuación de la 
Administración Pública, debe recordarse que un principio fundamental de todo el actuar 
administrativo es el contenido en los numerales 11 de nuestra Constitución Política y 11 de la Ley 
General de la Administración Pública; esto es el principio de legalidad, de acuerdo con el cual la 
Administración se encuentra sujeta a todo el ordenamiento jurídico y sus funcionarios públicos no 
pueden arrogarse facultades que la Ley, y el ordenamiento jurídico nos les concede. 

Así las cosas, toda actuación administrativa debe estar autorizada en el ordenamiento jurídico. Ello 
no significa que todos y cada uno de los elementos del acto deban estar previstos en el 
ordenamiento jurídico, pero sí debe estar expresamente previsto su ejercicio. Así, aquellos aspectos 



que se encuentren regulados expresamente son de obligatorio acatamiento para los funcionarios 
públicos. En otras ocasiones el ejercicio de la potestad remite a la estimación subjetiva de la 
Administración, sujeta a los límites que en cuanto a discrecionalidad contiene nuestro ordenamiento 
(véase por ejemplo los artículos 15, 16 y 17 de la Ley General de la Administración Pública). (Ver 
sobre el tema Dictamen de la Procuraduría General de la República número C-181-2003, del 16 de 
junio del 2003).  Doctrinariamente se distingue entre las potestades regladas y las discrecionales 
de la siguiente forma:  "El ejercicio de las potestades regladas reduce a la Administración a la 
constatación (accertamento, en el expresivo concepto italiano) del supuesto de hecho legalmente 
definido de manera completa y a aplicar en presencia del mismo lo que la propia Ley ha determinado 
también agotadoramente. Hay un proceso aplicativo de la Ley que no deja resquicio a juicio subjetivo 
ninguno, salvo a la constatación o verificación del supuesto mismo para contrastarlo con el tipo legal. 
La decisión en que consista el ejercicio de la potestad es obligatoria en presencia de dicho supuesto 
y su contenido no puede ser configurado libremente por la Administración, sino que ha de limitarse a 
lo que la propia Ley ha previsto sobre ese contenido de modo preciso y completo…  

   
 Por diferencia de esa manera de actuar, el ejercicio de las potestades discrecionales de la 
Administración comporta un elemento sustancial diferente: La inclusión en el proceso aplicativo de 
la Ley una estimación subjetiva de la propia Administración con la que se completa el cuadro legal 
que condiciona el ejercicio de la potestad o su contenido particular. Ha de notarse, sin embargo, 
que esa estimación subjetiva no es una facultad extra–legal, que surja de un supuesto poder 
originario de la Administración, anterior o marginal al Derecho; es, por el contrario, una estimación 
cuya relevancia viene de haber sido llamada expresamente por la Ley que ha configurado la 
potestad y que se la ha atribuido a la Administración justamente con ese carácter. (…) No hay, 
pues, discrecionalidad al margen de la Ley, sino justamente sólo en virtud de la Ley y en la medida 
en que la Ley haya dispuesto." (Eduardo García de Enterría y Tomás–Ramón Fernández, Curso de 
Derecho Administrativo, Editorial Civitas, España, 1978, pág. 268)" (Dictamen C-174-98 de 20 de 
agosto de 1998).  En lo que estamos claros, es que el Concejo Municipal, tiene la potestad 
discrecional de autorizar o denegar el suministro de los servicios que presta, cuando existan 
motivos reales que justifiquen cualquier decisión (positiva o negativa), siendo que  tal 
discrecionalidad se encuentra sujeta a los dispuesto en los artículos 15, 16 y 17 de la Ley General 
de la Administración Pública, que a la letra disponen:  

 
"Artículo 15.-  1. La discrecionalidad podrá darse incluso por ausencia de ley en el caso 
concreto, pero estará sometida a los límites que le impone el ordenamiento jurídico expresa 
o implícitamente, para lograr que su ejercicio sea eficiente y razonable. 2. El Juez ejercerá 
contralor de legalidad sobre los aspectos reglados del acto discrecional y sobre la observancia de 
sus límites.  
 
Artículo 16.-  1. En ningún caso podrán dictarse actos contrarios a reglas unívocas de la 
ciencia o de la técnica, o a principios elementales de justicia, lógica o conveniencia. 2. El 
Juez podrá controlar la conformidad de estas reglas no jurídicas de los elementos discrecionales del 
acto, como si ejerciera contralor de legalidad.  
 
Artículo 17.-  La discrecionalidad estará limitada por los derechos del particular frente a ella, 
salvo texto legal en contrario." (Los resaltados no son del original). Y sobre el tema de la 



discrecionalidad, la Sala Constitucional ha señalado que:  "En el ejercicio de su actividad 
discrecional la Administración actúa de acuerdo a normas o criterios no jurídicos, vale decir, no 
legislativos, constituidos por datos que, en la especie concreta, se vinculan a exigencias de la 
técnica o de la política, y que representan el mérito, oportunidad o conveniencia del respectivo acto; 
al emitir éste, la Administración debe acomodar su conducta a dichos actos, valorándolos, de ahí lo 
discrecional de su actividad.- En el proceso teleológico que se verifica en la emisión del reglamento 
de ejecución, la Administración debe acatar los límites de la ley y a su vez agregar experiencia y 
juicios propios.- Es una valoración de las circunstancias que rodean la materia. La potestad 
discrecional es, pues, elección de comportamiento en el marco de una realización de valores." 
(Resolución Nº 2478-94 de 26 de mayo de 1994).  En el mismo sentido, pero en fecha más reciente, 
la Sala Constitucional ha afirmado lo siguiente:  

"I. - BENEFICIOS Y DISCRECIONALIDAD ADMINISTRATIVA.- En el Estado de Derecho, la 
actuación de la Administración Pública se desarrolla dentro del orden jurídico y de acuerdo con los 
fines de la ley. Este principio esencial puede hallar satisfacción en grados diferentes, dando lugar a 
dos formas en que la Administración ejerce su poder: la actividad reglada, o vinculada, y la actividad 
discrecional. Así, los actos que la Administración emite en ejercicio de una u otra de ellas son 
llamados actos reglados o discrecionales, respectivamente. Si bien, ambos tipos de actividad 
persiguen ejecutar la ley, entendida aquí en un sentido amplio (Constitución, ley formal y ley 
material), en el ejercicio de la primera –la actividad reglada–, la Administración permanece 
estrictamente vinculada a una o más normas cuyo contenido establece reglas precisas de conducta, 
que deben ser observadas celosamente, y que predeterminan y reglan la emisión del acto 
resultante. Es por esta razón que, comúnmente, se habla de una predeterminación específica de la 
conducta administrativa: en presencia de una determinada situación de hecho, se espera que la 
Administración adopte una decisión también determinada; en otras palabras, ella puede elegir entre 
varias posibles decisiones qué conducta a seguirse le está señalada de antemano por la regla de 
derecho.  

En el ejercicio de la actividad discrecional, en cambio, la Administración actúa con mayor libertad, 
ya que su conducta no está predeterminada por normas legales, sino por una finalidad legal (o 
supra legal) que la actividad administrativa está llamada a realizar. Por consiguiente, se ha afirmado 
que esta predeterminación de la conducta administrativa puede calificarse de genérica. La 
Administración no está aquí constreñida por una norma a adoptar determinada decisión: en 
presencia de determinados hechos o situaciones, queda facultada para valorarlos o apreciarlos, y 
resolver luego si, de acuerdo a tales hechos o situaciones, se cumple o no la finalidad perseguida 
por la norma. Por ello, se ha afirmado que más que un juicio de legalidad, la Administración realiza 
aquí un juicio de oportunidad, pues al respecto la Administración tiene libertad para la selección de 
criterios y de fórmulas. Sin embargo, la dicotomía resultante en la actividad administrativa según si 
ésta es reglada o discrecional, es, de alguna manera, más aparente –epidérmica, si se quiere– que 
real: en efecto, sin importar si la actividad administrativa se desarrolla de uno u otro modo, se 
entiende que debe desenvolverse siempre dentro del ámbito jurídico–legal.  

Por eso se ha dicho, con acierto, que la división de la Administración en reglada y discrecional, vale 
como clasificación de los modos de ejecutarse la ley. En ejercicio de la actividad reglada la 
Administración actúa de acuerdo a normas legislativas, sean éstas formales o materiales. En 



contraste, en el ejercicio de su actividad discrecional, la Administración actúa de acuerdo a normas 
o criterios no legislativos –pues la actividad administrativa en este caso no está predeterminada por 
normas legales, sean éstas constitucionales o meramente legislativas, formales o materiales–, pero 
en el entendido de que tal actividad queda determinada, por un lado, por datos revelados por la 
técnica o la política con relación al caso concreto que se considere (datos que representan el 
mérito, oportunidad o conveniencia del acto) y, por el otro, por una finalidad esencial que le impone 
el ordenamiento jurídico. Por lo tanto, al emitir el acto discrecional, la Administración debe 
acomodar su conducta a dichos datos, valorándolos de conformidad con el objetivo perseguido –de 
ahí lo discrecional de su actividad –; y por eso se ha dicho que potestad discrecional es, pues, 
elección de comportamiento en el marco de una realización de valores.  

De ahí que, a la sazón, potestad discrecional significa que el orden jurídico presta validez jurídica a 
todo medio considerado como adecuado para la realización del valor de que se trate. En este punto, 
queda claro que aunque se califique a la actividad discrecional de la Administración como 
enteramente libre, en realidad su ejercicio ha de mantenerse dentro del ámbito que le es impuesto 
por el orden jurídico vigente, que obliga al órgano administrativo a respetar celosamente la finalidad 
de la norma y los respectivos valores morales que la informan (el elemento moral es fundamento 
indispensable de todo acto administrativo, sea éste reglado o discrecional). En consecuencia, 
discrecionalidad no equivale –ni puede equivaler– a arbitrariedad. La primera está rodeada de 
juridicidad; la segunda de antijuridicidad. Así, el acto administrativo discrecional es necesariamente 
legítimo y el acto arbitrario, en cambio, es siempre ilegítimo: el acto administrativo discrecional 
tiende a satisfacer los fines de la ley, es decir, los intereses públicos, mientras que el acto arbitrario, 
aun aparentando a veces legitimidad, se aparta de la finalidad a que el acto emitido debe 
responder, y produce el vicio conocido como desviación de poder.  

La diferencia entre acto discrecional y acto arbitrario es evidentemente teleológica. La arbitrariedad, 
se ha dicho, hace caso omiso de los fines de la ley para evadirlos o contrariarlos. Y aunque ambas 
–discrecionalidad y arbitrariedad– están inmersas en la noción del ejercicio de libertad, en realidad 
son sustancialmente diferentes, en virtud de que la primera responde al ejercicio de una libertad que 
se ve limitada por el fin a que debe responder el acto correspondiente, en tanto que la segunda se 
corresponde con una libertad desenfrenada y mal orientada. Consecuentemente, cualquier acto 
discrecional de la Administración debe ser capaz de resistir una análisis de la razonabilidad de su 
contenido y sus fundamentos, como es el caso de las normas previstas al emitirse un Reglamento 
como el que aquí nos ocupa." (Resolución 01-12953 de 18 de diciembre del 2001).  Por lo tanto, no 
puede pretenderse otorgar una discrecionalidad sin restricciones, puesto que el fin que la norma se 
convierte en un parámetro para valorar la razonabilidad del acto de ejecución de ésta, así como los 
criterios de las reglas unívocas de la ciencia o de la técnica, los principios elementales de justicia, 
lógica o conveniencia.  Por otra parte, tanto la doctrina como la jurisprudencia han definido la 
discrecionalidad, por oposición a la potestad reglada, como la "libertad de elección" del ente 
administrativo entre alternativas igualmente válidas en cuanto a motivo y contenido del acto. La Sala 
Constitucional ha manifestado al respecto:  

"…característico de la potestad discrecional es la pluralidad de soluciones posibles como 
consecuencia de su ejercicio, que lleva implícita una libertad de elección, inclusive aplicando, de 
estimarse conveniente, otros criterios materiales diferentes a lo jurídico…" (Voto N° 1684-91 de las 



dieciséis horas del veintiocho de agosto de mil novecientos noventa y uno).  "…La potestad 
discrecional es, pues, elección de comportamiento en el marco de una realización de valores…" 
(Voto 2478-94 de las catorce horas treinta minutos del veintiséis de mayo de mil novecientos 
noventa y cuatro).  En ese sentido, la Sala Constitucional sigue la posición de la doctrina sobre el 
carácter de la potestad discrecional. En efecto, García de Enterría señala sobre este punto:  « ...el 
ejercicio de las potestades discrecionales de la Administración comporta un elemento 
sustancialmente diferente : la inclusión en el proceso aplicativo de la Ley de una estimación 
subjetiva de la propia Administración con la que se completa el cuadro legal que condiciona el 
ejercicio de la potestad o su contenido particular. Ha de notarse, sin embargo, que esa estimación 
subjetiva no es una facultad extra-legal, que surja de un supuesto poder originario de la 
Administración anterior o marginal al Derecho; es, por el contrario, una estimación cuya relevancia 
viene de haber sido llamada expresamente por la Ley que ha configurado la potestad y que se la ha 
atribuido a la Administración justamente con ese carácter.  

Por eso la discrecionalidad, frente a lo que pretendía la antigua doctrina, no es un supuesto de 
libertad de la Administración frente a la norma ; más bien, por el contrario, la discrecionalidad es un 
caso típico de remisión legal : la norma remite parcialmente para completar el cuadro regulativo de 
la potestad y de sus condiciones de ejercicio a una estimación administrativa, sólo que no realizada 
por vía normativa general, sino analíticamente, caso por caso, mediante una apreciación de 
circunstancias singulares, realizable a la vez que precede al proceso aplicativo…… No hay, pues, 
discrecionalidad al margen de la Ley, sino justamente sólo en virtud de la Ley y en la medida en que 
la Ley haya dispuesto". E, GARCIA DE ENTERRÍA, T, FERNÁNDEZ: Curso de Derecho 
Administrativo, I, Editorial Civitas, 1998, pp. 444.  Esta "libertad de elección" que define la 
discrecionalidad no es absoluta. Por el contrario, se encuentra sujeta al contralor de legalidad en la 
vía judicial sobre los aspectos reglados del acto discrecional (existencia de la potestad, su 
extensión, competencia y el fin) y sobre la observancia de los límites impuestos por el ordenamiento 
jurídico (artículo 15 de la Ley General de la Administración Pública).  

Esta posibilidad de elección se refiere a la correspondencia del contenido del acto con los motivos o 
circunstancias de hecho que justifican la actuación administrativa, por lo que es improcedente 
cuando los elementos del acto administrativo han sido regulados expresamente por el legislador. 
(Ver la Opinión Jurídica de la Procuraduría General de la República OJ-103-2001, del 24 de julio del 
2001).  Cabe resaltar, que como es bien sabido, la discrecionalidad administrativa es la posibilidad 
que le otorga el ordenamiento jurídico a la Administración para elegir entre varias alternativas, a 
aquella que satisfaga de mejor manera el interés general. Desde este punto de vista, la 
discrecionalidad conlleva una actuación dentro del ordenamiento jurídico, a diferencia de la 
arbitrariedad, cuya actuación es al margen o contrapelo de éste. En el caso de la discrecionalidad, 
la Administración debe realizar una valoración de las circunstancias, para determinar cuál es la 
alternativa más viable y realizar una ponderación de intereses o una actividad tendente a la 
concreción del interés público.  

A diferencia de lo que ocurre con las potestades regladas, donde no existe ningún margen de 
apreciación, reduciéndose la actividad de la Administración a la comprobación del supuesto de 
hecho que prevé la norma para su ejercicio, en esta modalidad de función administrativa, la 
Administración tiene un mayor margen de actuación.  En vista de que la discrecionalidad está sujeta 



a control, para lo cual la doctrina jurídico-administrativa ha desarrollado una serie técnicas, entre 
ellas: la de los hechos determinados, la de los conceptos jurídicos indeterminados y los principios 
generales del Derecho, y que la Ley General de la Administración Pública incorpora, en sus 
numerales 16 y 17 -evidentemente se incluye el supuesto del uso de potestades discrecionales- en 
ningún caso pueden dictarse actos contrarios a reglas unívocas de la ciencia o de la técnica, o a 
los principios elementales de justicia, lógica y conveniencia. (Ver en este sentido dictamen de 
la Procuraduría General de la República C-213-2003, del 14 de julio del 2003). 

En el caso concreto que nos ocupa, puede verificarse del mismo objeto o materia que regula el 
reglamento invocado, que no existe como alude el recurrente, violación al ordenamiento jurídico 
administrativo aplicable a la materia, en virtud de que la decisión del Concejo Municipal no constriñe 
de manera alguna dicho ordenamiento, pues la decisión de no autorizar el servicio de 300 pajas de 
agua, implicando ello un fuerte impacto negativo para los intereses de la población del Cantón según 
la valoración realizada por el Concejo, está dentro de las facultades establecidas en el artículo 169 
de la Constitución Política en cuanto a la autonomía municipal, y con ello evidentemente se habilita 
la potestad discrecional del Concejo Municipal sobre la materia. 

SEGUNDO: Debe considerarse además que la cantidad de pajas de agua solicitadas se encuentra 
fuera del promedio del crecimiento del cantón, ante los referidos elementos técnicos se podría 
sostener que existirá un impacto importante en el desarrollo normal del suministro del servicio, por lo 
cual, el caso requirió ser detenidamente evaluado, y recurriendo necesariamente a la Conveniencia 
del otorgamiento del servicio, además de los elementos lógicos, científicos y objetivos verificables 
técnicamente, como lo indica atinadamente el recurrente.  No existe Nulidad Absoluta por la 
violación de los límites del acto discrecional como afirma el recurrente, en virtud de la existencia de 
estudios técnicos que denuncian el peligro que se cierne sobre el abastecimiento de agua potable en 
calidad y cantidad suficiente para la población local.  Lo que si aprecia esta asesoría es que no basta 
la referencia genérica a dichos estudios en la motivación y contenido del acuerdo, dado que los 
mismos deben constar en el expediente administrativo, y debe hacerse referencia concreta a la los 
mismos una vez incorporados.  

A partir de la incorporación de estos estudios se evidenciaría la necesidad de tomar medidas 
inmediatas, en que la precaución y la prevención sean los principios dominantes. El fundamento 
último de estas medidas, radica en el interés público superior que el Concejo Municipal está 
obligados a proteger, así como el orden público sanitario como límite de la actuación administrativa.  
La contaminación por hidrocarburos en los acuíferos Barva y Colima, acreditado en los referidos 
estudios, y de la que ya se han encontrado rastros en los análisis realizados en pozos de la zona de 
los Arcos, ha provocado la conformación a nivel nacional de una comisión interinstitucional para 
valorar el problema. La Municipalidad de Belén, de debe justificar en los criterios técnicos está la 
adopción de medidas, como lo han sido los monitoreos de las fuentes de agua potable del sector; y 
que le permitiría justificar que ante el eventual cierre de algunos pozos, se verían obligados a 
adoptar medidas de contingencia para proveer del preciado líquido a los vecinos del cantón que se 
vean afectados, todo con el fin de salvaguardar sus derechos fundamentales.  

Este abastecimiento deberá ser suplido desde la zona de La Ribera.  En otro escenario, 
encontramos el resultado de la investigación realizada por el Laboratorio de Hidrología Ambiental de 



la Universidad Nacional, muy publicitado por la prensa nacional en los últimos días, pero que 
nuevamente debe ser incorporado al expediente administrativo correspondiente a efecto de que el 
mismo sirva de base para dotar al acuerdo, cual acto administrativo, de un motivo y un contenido 
claro y preciso.  En el mismo se justificaría a nivel técnico que los análisis realizados en los acuíferos 
de Barba y Colima, en los últimos 12 años, muestran un sensible crecimiento de la contaminación 
por nitratos y compuestos orgánicos volátiles, y de que, ello obligaría a la Municipalidad de Belén a 
considerar que de persistir el manejo actual del recurso hídrico, en 10 o 15 años esas fuentes 
dejarán de ser potables, provocando una fuerte reducción en la disponibilidad de agua potable para 
consumo humano, generando más que una duda razonable a partir de la cual la aplicación del 
Principio Precautorio y el Principio de In dubio Pro Natura son de aplicación necesaria en el caso 
que nos ocupa.  Sobre el Principio de Precaución, podríamos indicar que aparece consagrado en 
el Principio 15 de la Declaración de Ambiente y Desarrollo (Río, 1992), al establecer que para 
proteger el ambiente los Estados deberán aplicar el criterio de precaución conforme a sus 
capacidades. Cuando haya peligro de daño grave o irreversible, la falta de certeza científica absoluta 
no deberá utilizarse como razón para postergar la adopción de medidas eficaces en función de los 
costos para impedir la degradación del ambiente. 

Estos principios han sido considerado y reconocido por la Sala Constitucional en algunos votos entre 
los cuales se encuentran los siguientes:  “Asimismo, en la Declaración de Río sobre Medio Ambiente 
y el Desarrollo, entre otras cosas, quedó establecido el derecho soberano de los estados a definir 
sus políticas de desarrollo. Se enuncia también, el principio precautorio (principio 15 de la 
Declaración de Río), según el cual "con el fin de proteger el ambiente, los Estados deberán aplicar 
ampliamente el criterio de precaución conforme a sus capacidades. Cuando haya peligro de daño 
grave o irreversible, la falta de certeza científica absoluta no deberá utilizarse como razón para 
postergar la adopción de medidas eficaces en función de los costos para impedir la degradación del 
ambiente." De modo que, en la protección de nuestros recursos naturales, debe existir una actitud 
preventiva, es decir, si la degradación y el deterioro deben ser minimizados es necesario que la 
precaución y la prevención sean los principios dominantes, lo cual nos lleva a la necesidad de 
plantear el principio "in dubio pro natura" que puede extraerse, analógicamente, de otras ramas 
del Derecho y que es, en un todo, acorde con la naturaleza.  
 
No obstante, la tarea de protección al ambiente, se dificulta toda vez que arrastramos un concepción 
rígida con respecto al derecho de propiedad, que impide avanzar en pro del ambiente, sin el cual no 
podría existir el derecho a la vida, al trabajo, a la propiedad o a la salud. No se debe perder de vista 
el hecho de que estamos en un terreno del derecho, en el que las normas más importantes son las 
que puedan prevenir todo tipo de daño al ambiente, porque no hay norma alguna que repare, a 
posteriori, el daño ya hecho; necesidad de prevención que resulta más urgente cuando de países en 
vías de desarrollo se trata. En este sentido, la Declaración de Estocolmo afirmó "...que en los países 
en desarrollo la mayoría de los problemas ambientales son causados por el mismo subdesarrollo. 
Millones continúan viviendo por debajo de los estándares mínimos de salud y salubridad. Por lo tanto 
los países en desarrollo deben dirigir todos sus esfuerzos hacia el desarrollo, teniendo en mente las 
prioridades y necesidades para salvaguardar y mejorar el ambiente. Por la misma razón los países 
industrializados deberían hacer esfuerzos para reducir la brecha entre ellos y los países en 
desarrollo." (Sala Constitucional, Voto N° 5893-95, el resaltado no es del original). 
 



Así las cosas no resulta ni arbitrario ni ilegal, que el Concejo Municipal invoque estos principios ante 
los documentos técnicos que lo llevan a la conclusión de que debe existir una actitud preventiva de 
su parte, con el fin último de que la degradación y el deterioro sean minimizados e implicando que la 
precaución y la prevención sean los principios dominantes con el fin de salvaguardar los derechos 
fundamentales de los habitantes del cantón y que se desprenden del artículo 50 de la Constitución 
Política, ya que es un principio básico el deber de proteger el ambiente, que es de todos y cada uno 
de los habitantes y concretamente de los munícipes de Belén.  Es por ello, que sobre el fondo del 
recurso no existiría Nulidad Absoluta por la violación de los límites del acto discrecional como afirma 
el recurrente, en virtud de la existencia de los estudios técnicos citados, los cuales están apoyados 
en elementos objetivos verificables técnicamente, y si seguimos la tesis de la denominada 
discrecionalidad técnica, el Concejo Municipal, ha actuado apoyado en elementos científicos, 
lógicos, objetivos y sobre todo de Conveniencia a favor de los intereses de la colectividad y de los 
derechos fundamentales de sus munícipes a gozar de un ambiente sano y ecológicamente 
equilibrado. 

TERCERO: Sobre el certificado del Uso de suelo. De la simple lectura del aparte segundo del 
recurso de revocatoria con apelación en subsidio contra el acuerdo de la sesión ordinaria No. 23-
2005, tomado por el Concejo Municipal, pareciera existir un problema de interpretación, respecto a 
ciertos actos preparatorios como lo es el otorgamiento de la certificación del uso del suelo. En este 
sentido, es importante destacar, que la certificación del uso del suelo, es un acto jurídico concreto 
por medio del cual, la Administración local acredita la conformidad o no del uso del suelo con lo 
establecido en la zonificación respectiva. Así se desprende con claridad de lo que dispone el artículo 
28 de la Ley de Planificación Urbana. Señala dicho artículo:  “Artículo 28.- Prohíbese aprovechar o 
dedicar terrenos, edificios, estructuras, a cualquier uso que sea incompatible con la zonificación 
implantada.  En adelante, los propietarios interesados deberán obtener un certificado municipal que 
acredite la conformidad de uso a los requerimientos de la zonificación. Los usos ya existentes no 
conformes, deberán hacerse constar también con certificado que exprese tal circunstancia.  Cada 
reglamento de zonificación fijará la fecha a partir de la cual dichos certificados serán obligatorios.”  

Por medio de la certificación de uso del suelo no se decide cuál es el uso permitido, simplemente se 
acredita cuál es el uso debido según lo establecido reglamentariamente, además de hacer constar si 
el uso que se le está dando a un determinado terreno es o no conforme con dicha política.  Como 
acto administrativo, el certificado de uso del suelo es meramente declarativo, en el sentido de que se 
limita a acreditar un hecho o situación jurídica sin crearla, modificarla o extinguirla, como sí ocurre 
con los actos administrativos constitutivos (En tal sentido, vid., GARCÍA DE ENTERRÍA, Eduardo, 
Curso de Derecho Administrativo, T.I, 1978, p.481, así como PAREJO ALFONSO, Luciano, 
JIMÉNEZ-BLANCO, A.y ORTEGA ÁLVAREZ, L., Manual de Derecho Administrativo, Vol 1, 1998, 
p.721.).  En el sentido anterior, el certificado de uso del suelo, como acto administrativo declarativo, 
acredita hechos o situaciones jurídicas que sirven de base para la adopción de actos administrativos 
por medio de los cuales sí se crean, modifican o extinguen situaciones jurídicas. Tal es el caso, por 
ejemplo, de las autorizaciones para construir o las patentes municipales para ejercer determinadas 
actividades, cuya adopción requiere de un certificado de uso del suelo.  
 
De lo trascrito resulta claro que por medio de un certificado de uso de suelo, lo único que hace la 
administración es acreditar el uso debido, según la normativa vigente, y el uso que de hecho se le 



está dando a un terreno, calificándolo como conforme o no conforme con dicha normativa.  Es por 
ello, que el certificado de uso del suelo no es una autorización para ejercer una actividad específica 
en un determinado terreno, ni para edificar o modificar construcciones ya existentes. Con el 
certificado de uso del suelo ni se autoriza el ejercicio de un derecho, como lo es el ius edificandi, ni 
se constituye o modifica un derecho o situación jurídica. En este sentido, no es posible emitir un 
certificado de uso del suelo donde se condicione la realización de alguna actividad o el ejercicio de 
algún derecho al cumplimiento de determinadas condiciones o recomendaciones, porque como acto 
certificante no puede más que acreditar lo que la normativa urbanística establece respecto al uso 
permitido de un terreno determinado, así como acreditar lo que fácticamente sucede con dicho 
terreno en cuanto a su uso y en relación con las disposiciones urbanísticas vigentes.  
 
Aunque no se trate de un acto de trámite o preparatorio, el certificado de uso del suelo es requisito 
para la adopción de actos mediante los cuales sí se autoriza edificar o modificar construcciones ya 
existentes, como es el caso de los permisos de construcción, o actos mediante los cuales se 
autoriza el ejercicio de determinadas actividades y derechos, como las patentes municipales. Con lo 
cual, el eventual condicionamiento para la realización de aquellas actividades que requieran de un 
permiso de construcción, o una patente, debería contemplarse en estos, y no en los certificados de 
uso del suelo. Pero, el caso es que dichos permisos son actos administrativos reglados cuyo dictado 
debe sujetarse estrictamente a lo que establece la normativa urbanística; en concreto, a lo que 
establezcan los planes reguladores respectivos.  Es por lo anteriormente expuesto, que no es 
correcta la apreciación del recurrente, cuando hace entender que las gestiones previas ante la 
Municipalidad, y el respectivo otorgamiento del uso del suelo, fue la base para efectuar las 
inversiones indicadas, las cuales de por sí, como bien lo indica son riesgosas, y el certificado de uso 
de suelo tiene sus fines establecidos y ya indicados, siendo que dentro de los mismos no es posible 
incluir la noción de viabilidad de un proyecto urbanístico a priori.  

CUARTO: Por su parte, la  Ley General de la Administración Pública, somete la actividad 
administrativa a un pleno ajuste con los fines establecidos en el ordenamiento jurídico para el 
ejercicio de sus potestades de imperio.  Es por ello, que la competencia pública no puede ser 
utilizada para satisfacer una finalidad diferente a la que le es inherente, y la finalidad inherente 
aludida es: “administrar los intereses y servicios locales en defensa de los derechos 
Fundamentals de los habitantes de ese cantón”. (Ver sobre el tema el voto No. 5758-98 de la 
Sala Constitucional), y no simplemente otorgar indiscriminadamente servicios para un beneficio 
particular de una persona jurídica, en detrimento de los derechos del resto de la población del 
cantón.  Por su parte, dentro de la administración de los intereses y servicios locales está, el tomar 
medidas inmediatas, en que la precaución y la prevención sean los principios dominantes, siendo 
por ello que, el fundamento último de estas medidas, radica en el interés público, y no en uno 
particular, que esta el Concejo Municipal obligado a proteger, así como el orden público sanitario 
como límite de la actuación administrativa.  

Debido a las razones anteriores, y con fundamento en la documentación técnica pertinente; el 
Concejo Municipal del Cantón de Belén de manera responsable, realiza monitoreos de las fuentes 
de agua potable del sector, y ante el eventual cierre de algunos pozos, tiene preparadas medidas de 
contingencia para proveer del preciado líquido a los vecinos de la zona, pero sin obviar las medidas 
necesarias precautorias, que garanticen a la población el abastecimiento de agua potable.  Para este 



Concejo Municipal, lo más preocupante es que, se indica que los análisis realizados en los acuíferos 
Barva y Colima, en los últimos 12 años, muestran un sensible crecimiento de la contaminación por 
nitratos y compuestos orgánicos volátiles, y de que, de persistir el manejo actual del recurso hídrico, 
en 10 o 15 años esas fuentes dejarán de ser potables, provocando una fuerte reducción en la 
disponibilidad de agua potable para consumo humano, lo que afectará directamente al Gran Área 
Metropolitana, la zona más densamente poblada del país.  Es entonces, que ante tales situaciones 
apremiantes que, el Concejo Municipal ha debido tomar las medidas necesarias para garantizar el 
suministro de agua potable, tanto en cantidad como en calidad, evaluando cuidadosamente todos lo 
elementos necesarios, como lo son los científicos, técnicos, lógicos y los de conveniencia, que 
tienen y tendrán impactos negativos en la prestación de servicios a la población.   
 
De no hacerlo de esta manera, y actuando de acuerdo a lo requerido por cualquier interesado  en 
procura de su interés particular, y no evaluando el interés colectivo, se estaría colocando la salud de 
la población en  un estado de peligro eventual, porque la carencia de agua  potable produciría 
graves problemas de salud física en la población del cantón, y ello no lo podemos ni debemos 
permitir, surgiendo de ahí la conveniencia de permitir o no un proyecto como el cuestionado.  Por las 
razones enunciadas, es que no consideramos haber infringido el ordenamiento jurídico, ni mucho 
menos haber desviado el poder, como lo acusa el recurrente, porque es deber del Concejo proteger 
los intereses colectivos de la población del Cantón, como lo señala el artículo 168 de nuestra 
Constitución Política, y el artículo 1º del Código Municipal vigente.  Siendo que el acto denegatorio 
de la autorización de suministro de agua potable, no es disconforme al ordenamiento jurídico 
vigente, y tampoco se están violentando las reglas elementales de la lógica, la justicia o de 
Conveniencia.  

QUINTO: Respecto al voto No. 9972-2002 de la Sala Constitucional, aludido por el recurrente, 
hemos de manifestar respetuosamente que el mismo no guarda relación alguna con el tema en 
discusión.  Sin embargo, es posible referirnos a la idea que pretendió esbozar el recurrente, ya que 
no cabe duda, que el interés particular de la Sociedades Anónimas que el representa, no constituye 
en un derecho constitucional protector de la vida humana en estricto sentido, como se pretende 
exponer y hacer pensar, al referirse al voto No. 9972-2002 antes referido.  A manera de ejemplo, en 
el voto 2003-01489, la Sala efectivamente indica, que:  III.- La disconformidad del recurrente 
radica en que el Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados se negó a 
conectarles el servicio permanente de agua potable en el lugar donde habitan, considerando 
que ello violenta sus derechos fundamentales a la salud y a la igualdad, pues a otros vecinos 
sí se los ha instalado. En primer término, esta Sala debe acoger los argumentos esgrimidos por el 
Jefe Regional de Aguirre del Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados, en el sentido 
de que, ante el hecho de que las amparadas no han cumplido con todos los requisitos exigidos por el 
ordenamiento para el recibo de un servicio de agua potable, como es la demostración de la 
titularidad de la propiedad (o de su posesión), así como la infraestructura necesaria para recibir 
dicho servicio por parte del Instituto, todas estas razones suficientes para tener como válida la 
actuación de los recurridos. (Ver artículos 32, 33 y 34 del Reglamento para la Prestación de 
Servicios a los Abonados). 

Una vez que los amparados cumplan con todos los requisitos exigidos válidamente por el 
Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados, es claro que dicha institución no 



podrá negarse a suministrarles el servicio que exigen.  Es claro, que estamos en presencia de 
supuestos diferentes al del caso que nos ocupa, en virtud de que la Sala Constitucional se propone 
garantizar el derecho constitucional a la salud, de las personas que habitan en el lugar, y que se 
hace imprescindible garantizar dicho derecho.  Sin embargo en el caso de marras, las Sociedades 
recurrentes  no se verían de manera alguna afectados en su salud, en virtud de que no tienen esos 
atributos de la persona  física, la cual si puede sufrir un detrimento en su salud.  Y cuando la Sala 
manifiesta:  “(…) Una vez que los amparados cumplan con todos los requisitos exigidos 
válidamente por el Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados, es claro que 
dicha institución no podrá negarse a suministrarles el servicio que exigen”.  Se refiere a los 
derechos fundamentales de los amparados, y no ha justificado aún por el recurrente la lesión a los 
derechos fundamentales violentados a las Sociedades representadas. 

Sin duda alguna, estamos en presencia de una expectativa de derecho de los futuros propietarios 
quienes podrían adquirir alguno de los inmuebles en esos proyectos, pero las Sociedades citadas, lo 
que procuran es establecer una actividad comercial, con inminentes fines lucrativos, y que se alejan 
de la protección constitucional indicada por la Sala Constitucional en el voto citado, debido a que no 
es razonable aducir que la Administración Municipal tiene la obligación de velar por el 
establecimiento oportuno del agua potable – como elemento lógico del derecho a la vida de una 
persona jurídica- para abastecer 300 pajas de agua, y que en definitiva no existe en la denegatoria 
en cuestión, un menoscabo en la salud de los destinatarios del servicio –siendo una personas 
jurídicas – lo cual se sale de lo razonable. 

SEXTO: Del Principio de autotutela que debe observar el Concejo Municipal y los posibles 
vicios del acuerdo como acto administrativo.  De las consideraciones anteriores, se demuestra 
que el motivo de la decisión administrativa impugnada no se vería afectado  si la documentación 
técnica que se menciona y que respalda los argumentos del Concejo se encuentra en efecto 
incorporada al expediente; sin embargo revisado el expediente se constata por parte de esta 
asesoría que al momento de adoptarse el acuerdo la información técnica referida no se había 
incorporado a los respectivos expedientes administrativos, con lo cual podría interpretarse que por la 
forma el acuerdo, como acto administrativo, adolece de una adecuada motivación que podrían 
implicar que en caso de rechazarse el recurso de revocatoria, el acuerdo sea anulado por el Tribunal 
Superior Contencioso Administrativo, al conocer del recurso de Apelación como Superior Jerárquico 
Impropio bifásico, dado que podría interpretar este tribunal que el acuerdo adolece de una adecuada 
motivación y de un contenido apropiado ante la ausencia de los elementos técnicos que se 
mencionan por parte del Concejo. 

Considera esta asesoría que en estas condiciones el Concejo Municipal pudo, de previo a haber 
adoptado el acuerdo impugnado, incorporar al expediente administrativo la documentación 
pertinente, ya que los elementos fácticos invocados en el acuerdo constan demostrados, mediante 
los estudios técnicos elaborados por las investigaciones realizadas, en donde se establece 
claramente la existencia de un peligro inminente, que tendría como efecto la escasez de agua 
potable a mediano plazo ante el cierre de algunos pozos y tomas de abastecimiento, lo cual obliga al 
Gobierno Municipal a tomar las medidas pertinentes para brindarle el suministro de dicho líquido a la 
población que se vería afectada, mediante el otorgamiento debidamente evaluado de los servicios 
solicitados.  Por lo anterior el acuerdo pudo haberse elaborado mucho mejor, estableciendo esa 



determinación fáctica, que llevara a que contenido del acto final sea congruente con el motivo 
invocado, y proporcione la seguridad al Concejo de que ante el la revisión de legalidad del Superior 
Jerárquico no existirá un gran riesgo de que el acuerdo se pueda anular por un vicio formal en 
alguno de los elementos del acto impugnado. 

III. CONCLUSIONES Y RECOMENDACIONES:  A partir del referido análisis esta asesoría 
considera que por el fondo del asunto el Concejo Municipal ha optado por la tesis de acogerse al 
Principio Precautorio y al Principio In dubio Pro Natura en resguardo a los derechos fundamentales 
de los habitantes del cantón de Belén; pero ante posibles inconsistencias del acuerdo como acto 
administrativo en sus elementos de motivo y contenido, sería prudente en aplicación del principio de 
autotutela declarar parcialmente con lugar el recurso de revocatoria presentado en cuanto a la 
forma, y en consecuencia anular el acuerdo impugnado; para posteriormente dictarlo conforme 
corresponda. 

El Vicepresidente Municipal Erick Villegas González, interroga si el Estudio de la Universidad 
Nacional sobre contaminación del agua potable se tiene a disposición para su consulta. 
 

La Alcaldesa Marielos Segura Rodríguez, manifiesta que la Alcaldía Municipal lo ha solicitado en 
repetidas oportunidades y aun no se tiene respuesta, sin embargo, la Dra. Reynolds se comprometió 
para entregar el documento para finales del mes de junio. 
 

El Regidor Propietario Ing. William Murillo Montero, razona que aún no ha leído el Informe del Asesor 
Legal porque estaba en una gira por su trabajo en SENARA, por lo tanto solicita que se le permita 
leer el documento, o caso contrario no tendría argumentos para votarlo a favor ni en contra. Sin 
embargo, señala que no comparte algunos de los puntos de vista externados por la Presidencia 
Municipal en sus conclusiones sobre los Dictámenes Jurídicos, leídos en la introducción de la 
presente Sesión, sobre el fondo del asunto, aunque aclara que en este momento no está votando. 
 
La Presidenta Municipal Mariana Chaves Rodríguez, dispone dar un receso de 30 minutos para que 
el informe sea analizado por los miembros del Concejo Municipal.  Transcurrido dicho lapso se 
retoma nuevamente la sesión y se propone el siguiente acuerdo: 
 

RESULTANDO 

PRIMERO: Conoce este Concejo Municipal del al Recurso de Revocatoria con Apelación en subsidio 
presentado por el señor LEONARD FERRIS AGUILAR, vecino de Escazú, en su condición de 
representante de las sociedades VIVICOM DESARROLLOS S.A y MONTARAS DEL NORTE S.A. 
contra el acuerdo de este Concejo Municipal aprobado en la sesión ordinaria No. 23-2005, y 
notificado al interesado el lunes 2 de mayo del 2005, en el cual se deniega la solicitud de 
disponibilidad de agua potable por su representadas presentada, y 

CONSIDERANDO 

PRIMERO: Análisis de los requisitos de adminisibilidad del recurso presentado: Según se desprende 
de la documentación analizada, es posible determinar que el acuerdo impugnado, aprobado en la 



segunda parte del artículo 4 de la sesión ordinaria 23-2005 del 9 de abril de 2005 de este Concejo 
Municipal, fue notificado a los interesados el día 2 de mayo de 2005. Siendo así y de conformidad 
con lo dispuesto por el artículo 156 del Código Municipal, es posible constatar que el recurso fue 
presentado el día 9 de mayo de 2005, dentro del plazo de cinco días contados a partir de la 
notificación del acuerdo a los interesados, por lo cual el mismo fue interpuesto en tiempo. Sobre la 
forma requiere el referido artículo 156 que el mismo se presente en un memorial razonado, lo cual 
también se cumple en el caso de nos ocupa, ante lo cual es procedente admitir el recurso para 
estudio e iniciar el análisis del mismo. 

SEGUNDO: Analizado el recurso de revocatoria que se ha presentado y revisado el expediente 
administrativo de la solicitud de disponibilidad de agua presentada por el recurrente, considera este 
Concejo Municipal que por el fondo del asunto en discusión este Concejo cuenta con argumentos 
sólidos para sostener el criterio que implica el acuerdo impugnado. Sin embargo a partir del estudio 
realizado al acuerdo que se pide revocar y se constata que al momento de adoptarse el acuerdo la 
información técnica referida en dicho acuerdo no se había incorporado a los respectivos expedientes 
administrativos, con lo cual se verifica que por la forma el acuerdo, como acto administrativo, 
adolece de una adecuada motivación y de un contenido apropiado, que llevan a la conclusión de que 
el recurso de revocatoria deba acogerse por estos aspectos, anulándose en consecuencia el 
acuerdo impugnado; lo cual además se ve respaldado por el hecho de que este Concejo Municipal 
siempre ha actuado con absoluta transparencia y en estricto apego al ordenamiento jurídico; lo cual 
se demuestra con este análisis responsable que se hace del acuerdo recurrido, y que nos llevan a la 
convicción de que en aplicación del Principio de Autotutela, debe declararse con lugar el recurso 
de revocatoria presentado en cuanto a la forma del acto impugnado, anulándose el mismo.  

POR TANTO.  Se acuerda declarar con lugar por la forma el recurso de revocatoria presentado por 
el señor LEONARD FERRIS AGUILAR, en su condición de representante de las sociedades 
VIVICOM DESARROLLOS S.A y MONTARAS DEL NORTE S.A. contra el acuerdo de este Concejo 
Municipal aprobado en la sesión ordinaria No. 23-2005, y notificado al interesado el lunes 2 de mayo 
del 2005, anulándose el mismo por las razones antes expuestas. 

El Regidor Propietario Ing. William Murillo Montero, expone que está totalmente de acuerdo con el 
POR TANTO señalado, declarando con lugar por la forma el recurso de revocatoria, sin embargo, no 
comparte el CONSIDERANDO SEGUNDO, pues el mismo plantea asuntos de fondo sobre los 
cuales mantiene un discenso sobre las razones de aprobar o no la disponibilidad de agua de 
desarrollos urbanos en condominio en el cantón. 

El VicePresidente Municipal Erick Villegas González, manifiesta que coincide con la tesis del Regidor 
Propietario Murillo Montero, y por ello apoya únicamente un acuerdo para declarar con lugar por la 
forma el recurso de revocatoria. 

SE ACUERDA POR UNANIMIDAD Y EN FORMA DEFINITIVA:   Declarar con lugar por la forma el 
recurso de revocatoria presentado por el señor LEONARD FERRIS AGUILAR, en su condición de 
representante de las sociedades VIVICOM DESARROLLOS S.A y MONTARAS DEL NORTE S.A. 
contra el acuerdo de este Concejo Municipal aprobado en la sesión ordinaria No. 23-2005, y 



notificado al interesado el lunes 2 de mayo del 2005, anulándose el mismo por las razones antes 
expuestas. 

CONOCER EL INFORME LEGAL ELABORADO POR EL LIC. LUIS ALVAREZ, ASESOR 
EXTERNO, EL QUE SE REFIERE AL RECURSO DE REVOCATORIA CON APELACIÓN EN 

SUBSIDIO Y NULIDAD CONCOMITANTE PRESENTADO EN EL OFICIO 1380 CONOCIDO EN EL 
ARTICULO 18 DEL ACTA 28-2005 DEL 10 DE MAYO DE 2005, CONTRA LOS ACUERDOS 

TOMADOS EN EL ARTICULO 4 DEL ACTA DE LA SESION ORDINARIA 23-2005 DEL 19 DE 
ABRIL DE 2005, POR PARTE DE GRUPO ROBLE INTERNACIONAL DE COSTA RICA, 

PROPIEDAD IRH DE COSTA RICA, S.A., DESARROLLOS LOS PINOS DE CUACHIPELIN, S.A., 
Y PARQUE CENTRAL, S.A. 

 
ARTICULO 2.  Se somete a discusión el Informe del Lic. Luis Antonio Alvarez Chávez, Asesor Legal 
Municipal, Centro Costarricense de Estudios Municipales. 

Una vez analizada la información aportada por la Alcaldía Municipal sobre la apelación presentada 
por el señor Javier Gasteazoro Escolán en representación de las empresas GRUPO ROBLE 
INTERNACIONAL DE COSTA RICA, S.A.; PROPIEDADES IRH DE COSTA RICA, S.A.; 
DESARROLLO LOS PINOS DE GUACHIPELIN, S.A. y PARQUE CENTRAL, S.A. referidos a esta 
asesoría jurídica en el oficio No. AE-006-2005, fechado 26 de mayo y recibido en este Despacho 
Asesor ese mismo día; procedo a dar el criterio mediante las siguientes consideraciones: 

I. DE LOS REQUISITOS DE ADMINISIBILIDAD DEL RECURSO.  Según se desprende de la 
documentación analizada, es posible determinar que el acuerdo impugnado, aprobado en la 
segunda parte del artículo 4 de la sesión ordinaria 23-2005 del 9 de abril de 2005 del Concejo 
Municipal de Belén, fue notificado a los interesados el día 4 de mayo de 2005. Siendo así y de 
conformidad con lo dispuesto por el artículo 156 del Código Municipal, es posible constatar que el 
recurso fue interpuesto el día 10 de mayo de 2005, dentro del plazo de cinco días contados a partir 
de la notificación del acuerdo a los interesados, por lo cual el mismo fue interpuesto en tiempo. 
Sobre la forma requiere el referido artículo 156 que el mismo se presente en un memorial razonado, 
lo cual también se cumple en el caso de nos ocupa, ante lo cual es procedente admitir el recurso 
para estudio e iniciar el análisis del mismo. 

II. SOBRE EL ACUERDO QUE RECHAZA EL OTORGAMIENTO DE AGUA POTABLE. 

PRIMERO: Sobre la Política Municipal denominada “Requisitos mínimos para Valoración de 
Disponibilidad de Agua para Desarrollos Habitacionales o Etapas de estos, a contabilizar en 
Urbanizaciones, Filiales de Condominios y Complejos Residenciales”.  Considera esta asesoría 
que el recurrente erróneamente manifiesta, que una vez cumplidas las condiciones establecidas en 
la Política Municipal denominada “Requisitos mínimos para Valoración de Disponibilidad de 
Agua para Desarrollos Habitacionales o Etapas de estos, a contabilizar en Urbanizaciones, 
Filiales de Condominios y Complejos Residenciales” (el subrayado no es del original) aprobado 
por el Concejo Municipal en sesión ordinaria 44-2004 del 13 de julio del 2004, y publicado en la 
Gaceta No. 147, el miércoles 28 de julio del 2004, el Concejo Municipal está obligado a autorizar el 
servicio de Agua Potable.  Respetuosamente se debe indicar, que es criterio de esta asesoría que 



esta interpretación del recurrente es errónea, en virtud de la naturaleza propia de los requisitos 
solicitados, esto porque como bien se indica, se trata de requisitos mínimos para la “valoración de 
disponibilidad de agua” para desarrollos habitacionales o etapas de estos; es decir, estamos en 
presencia no de un acto reglado como se aduce; sino de un acto preparatorio, el cual como la 
palabra misma lo indica, prepara la emisión de un acto administrativo posterior y no produce ningún 
efecto externo sino a través de este último.  (En este sentido ORTIZ EDUARDO, Tesis de Derecho 
Administrativo Tomo II, edición 2002. P: 413). 

Considera esta asesoría que en el caso que nos ocupa la publicación del acuerdo del Concejo 
Municipal tomado en la sesión ordinaria número 44-2004, y publicado  en La Gaceta número 147 del 
miércoles 28 de julio de 2004, no corresponde a un Reglamento como pareciera interpretarlo el 
recurrente, sino que claramente se indica en el mismo que corresponde a una “Modificación de la 
Política de Regulación Anual de Crecimiento Urbano”; siendo claro que no estamos en presencia de 
una regulación reglamentaria, sino programática del Concejo Municipal de Belén; quien por 
consiguiente mantiene la posibilidad de valorar a partir de la información mínima exigida en esta 
política la viabilidad del otorgamiento o denegatoria de la disponibilidad de agua.  En este aspecto y 
en esta materia tan sensible por afectar los derechos fundamentales de los habitantes del Cantón de 
Belén, no podría considerarse que el Concejo Municipal habría de modo alguno renunciado a la 
discrecionalidad que le corresponde en la valoración de los intereses locales y que le han sido 
conferidos por el artículo 169 constitucional, concretizados en el artículo 4 inciso c) y en el artículo 
13 inciso d) del Código Municipal, dado que esta valoración no podría ser restringida, ni siquiera en 
un Reglamento, que en tal caso podría ser inconstitucional en la medida que afecte esa valoración 
amplia requerida en materia de la administración de los intereses locales. 

Es importante destacar en una forma aclaratoria, que  cuando el sentido de una determinada 
publicación, como la política denominada “Requisitos mínimos para Valoración de 
Disponibilidad de Agua para Desarrollos Habitacionales o Etapas de estos, a contabilizar en 
Urbanizaciones, Filiales de Condominios y Complejos Residenciales” no es dudosa, sino que 
resulta comprensible sin mayor esfuerzo, no es lícito variarla a título de interpretación particular de 
los administrados, porque en esa condición carecen de esa facultad, aunque se trate de una 
disposición inconveniente y aún demasiado severa a sus intereses, pues así y todo, tiene que ser 
aplicada por su sola calidad de precepto dictado por el Concejo Municipal; y lo mismo sucede con la 
ley, en cuyo caso, la idea está que los antiguos condensaron en la fórmula Dura lex, sed lex. 
("aunque la ley sea dura, siempre es ley") Las palabras con que esté redactada la ley, y en este 
supuesto la  política municipal, deben ser entendidas en su significación corriente (sentido propio de 
las palabras), a no ser que el legislador o los señores regidores les haya dado otro significado 
particular o técnico, caso en el cual habría de tomarse en cuenta esta particularidad a fin de 
ajustarse al concepto que propiamente se ha querido expresar.   

En el mismo sentido, se hace preciso interpretar las disposiciones del Concejo Municipal, en la 
dirección más racional, en la que mejor corresponda al bien de la Colectividad Cantonal y no a los 
intereses particulares de unos pocos; se debe interpretar acorde a las necesidades y conveniencias 
del pueblo, porque tal ha debido ser el propósito tenido en mente al dictarlas. Es decir, para su 
correcta interpretación las normas inmersas en el ordenamiento jurídico vigente, deberán 
relacionarse con la realidad social del tiempo en que han de ser aplicadas, atendiendo 



fundamentalmente al espíritu y finalidad de ellas. Además, las reglamentaciones municipales, así 
como las normas jurídicas no deben interpretarse aisladamente sino en armonía con otras que 
regulen la misma materia o sean conexas." (BRENES CORDOBA, Alberto; Tratado de las Personas, 
Volumen I, San José, Editorial Juricentro, 1986, pp. 74- 75, 76-77).  Por su parte, el tratadista 
alemán Karl Larenz precisa sobre el contenido de algunos métodos de interpretación de normas 
jurídicas, aplicables a las normas regentes de la materia Municipal vigente, en los siguientes 
términos:  

"a) EL SENTIDO LITERAL. Toda interpretación de un texto ha de comenzar con el sentido literal. 
Por tal entendemos el significado de un término o de una unión de palabras en el uso general del 
lenguaje o, en caso de que sea constatable un tal uso, en el uso especial del lenguaje de quien 
habla, aquí en el de la ley respectiva.  El enlace con el uso del lenguaje es el más evidente, porque 
se puede aceptar que aquél, que quiere decir algo, usa las palabras en el sentido en que 
comúnmente son entendidas. El legislador (en este supuesto el Concejo Municipal en ejercicio de su 
potestad reglamentaria) se sirve del lenguaje general porque y en tanto se dirige a los ciudadanos 
(munícipes) y desea ser entendido por ellos." (...)  

b) LA CONEXION DE SIGNIFICADO DE LA LEY (o texto normativo).  La conexión de significado 
de la reglamentación determina, en primer lugar, que se comprendan de la misma manera las frases 
y palabras individuales; como también, al contrario, la comprensión de un pasaje del texto es 
codeterminado por su contenido. (...) El sentido de la reglamentación particular sólo se infiere, las 
más de las veces, cuando se le considera parte de la regulación a que pertenece." (...).  
 
c) CRITERIOS TELEOLOGICOS-OBJETIVOS. Los fines que el legislador (en este caso el Concejo 
Municipal como órgano superior y representativo del Gobierno Municipal) intenta realizar por medio 
de la ley (o reglamentaciones) son, en muchos casos, aunque tampoco en todos, fines objetivos del 
Derecho, como  el "equilibrio" de una regulación en el sentido de prestar la máxima atención a los 
intereses que se hallan en juego, la protección de los bienes jurídicos y un el bienestar general.  
Además de ello, la mayoría de las reglamentaciones aspiran a una regulación que sea "conforme 
con la cosa". Sólo cuando se supone esta intención y no está contenida claramente en el contenido 
de la regulación, se llegará, por la vía de la interpretación, a resultados que posibilitan una solución 
"adecuada". LARENZ, Karl; Metodología de la Ciencia del Derecho, Barcelona, Editorial Ariel, 1980, 
pp. 316, 325, 331-332).  Es con fundamento en las anteriores precisiones que cabe acometer la 
tarea interpretativa de la Regulación que se cuestiona, empezando con una interpretación gramatical 
de la misma, por lo cual es claro que se deben distinguir dos supuestos diferentes que tienen 
atinencia con respecto al sentido de la Regulación.   
 
El primero como las condiciones o requisitos para la valoración de la disponibilidad de agua 
potable, y la segunda, el otorgamiento del servicio de agua potable.  Para el caso que nos ocupa, 
se desprende claramente que la intención de los señores y señoras regidoras de establecer la 
política aludida por el recurrente, es la establecida para la “Valoración de la Disponibilidad de 
Agua Potable”, es decir, con el cumplimiento de las condiciones indicadas en dicho reglamento, el 
solicitante del servicio o los servicios, adquiere el irrestricto derecho a que su solicitud sea valorada 
de conformidad con los principios elementales de la ciencia, la técnica, la justicia, la lógica o 
conveniencia, mediante la aplicación de la Potestad discrecional del Gobierno Municipal.  Ahora 



bien, se debe comprender claramente, que con la presentación y cumplimiento de las condiciones 
solicitadas al administrado en la política en análisis, lo que se pretende, es previamente someter a 
nivel interno, la valoración de la disponibilidad de agua potable que pueda abastecer, además de la 
población actual, a aquellos nuevos proyectos; esto con los elementos de juicio suficientes para 
proceder afirmativa o negativamente, y así poder determinar la viabilidad de dicho otorgamiento.  Es 
decir, el cumplimiento de las condiciones reglamentadas, de manera alguna implica que el Concejo 
Municipal esté en la obligación de otorgar dicho servicio.  

Cabe destacar, que dentro de la etapa previa de Valoración en cuanto a la disponibilidad de agua, 
además de las condiciones requeridas al urbanizador, o cualquiera que sea su denominación, se 
debe garantizar a la población del Cantón, que el servicio que se les brinda actualmente, no 
desmejore o peligre de no continuar siendo suministrado, y este peligro evidentemente no solo se 
limita a la cantidad sino que también abarca la calidad del agua potable suministrada.  De ahí que, 
estamos en presencia de una efectiva Potestad discrecional de la Administración Municipal de 
otorgar o no los servicios solicitados, por un asunto de conveniencia colectiva, como corolario del 
respeto a los derechos fundamentales de los munícipes del cantón que se puedan ver afectados con 
una decisión que no se ajuste a esos criterios de conveniencia que el Concejo Municipal debe 
valorar.  En el mismo sentido, y respecto al tema de las potestades regladas y discrecionales de un 
acto administrativo relacionado con el principio de legalidad que rige toda actuación de la 
Administración Pública, debe recordarse que un principio fundamental de todo el actuar 
administrativo es el contenido en los numerales 11 de nuestra Constitución Política y 11 de la Ley 
General de la Administración Pública; esto es el principio de legalidad, de acuerdo con el cual la 
Administración se encuentra sujeta a todo el ordenamiento jurídico y sus funcionarios públicos no 
pueden arrogarse facultades que la Ley, y el ordenamiento jurídico nos les concede. 

Así las cosas, toda actuación administrativa debe estar autorizada en el ordenamiento jurídico. Ello 
no significa que todos y cada uno de los elementos del acto deban estar previstos en el 
ordenamiento jurídico, pero sí debe estar expresamente previsto su ejercicio. Así, aquellos aspectos 
que se encuentren regulados expresamente son de obligatorio acatamiento para los funcionarios 
públicos. En otras ocasiones el ejercicio de la potestad remite a la estimación subjetiva de la 
Administración, sujeta a los límites que en cuanto a discrecionalidad contiene nuestro ordenamiento 
(véase por ejemplo los artículos 15, 16 y 17 de la Ley General de la Administración Pública). (Ver 
sobre el tema Dictamen de la Procuraduría General de la República número C-181-2003, del 16 de 
junio del 2003).  Doctrinariamente se distingue entre las potestades regladas y las discrecionales 
de la siguiente forma:  "El ejercicio de las potestades regladas reduce a la Administración a la 
constatación (accertamento, en el expresivo concepto italiano) del supuesto de hecho legalmente 
definido de manera completa y a aplicar en presencia del mismo lo que la propia Ley ha determinado 
también agotadoramente. Hay un proceso aplicativo de la Ley que no deja resquicio a juicio subjetivo 
ninguno, salvo a la constatación o verificación del supuesto mismo para contrastarlo con el tipo legal.  
 
La decisión en que consista el ejercicio de la potestad es obligatoria en presencia de dicho supuesto 
y su contenido no puede ser configurado libremente por la Administración, sino que ha de limitarse a 
lo que la propia Ley ha previsto sobre ese contenido de modo preciso y completo…   Por diferencia 
de esa manera de actuar, el ejercicio de las potestades discrecionales de la Administración comporta 
un elemento sustancial diferente: La inclusión en el proceso aplicativo de la Ley una estimación 



subjetiva de la propia Administración con la que se completa el cuadro legal que condiciona el 
ejercicio de la potestad o su contenido particular. Ha de notarse, sin embargo, que esa estimación 
subjetiva no es una facultad extra–legal, que surja de un supuesto poder originario de la 
Administración, anterior o marginal al Derecho; es, por el contrario, una estimación cuya relevancia 
viene de haber sido llamada expresamente por la Ley que ha configurado la potestad y que se la ha 
atribuido a la Administración justamente con ese carácter. (…) No hay, pues, discrecionalidad al 
margen de la Ley, sino justamente sólo en virtud de la Ley y en la medida en que la Ley haya 
dispuesto." (Eduardo García de Enterría y Tomás–Ramón Fernández, Curso de Derecho 
Administrativo, Editorial Civitas, España, 1978, pág. 268)" (Dictamen C-174-98 de 20 de agosto de 
1998). 

  
En lo que estamos claros, es que el Concejo Municipal, tiene la potestad discrecional de autorizar o 
denegar el suministro de los servicios que presta, cuando existan motivos reales que justifiquen 
cualquier decisión (positiva o negativa), siendo que  tal discrecionalidad se encuentra sujeta a los 
dispuesto en los artículos 15, 16 y 17 de la Ley General de la Administración Pública, que a la letra 
disponen:  "Artículo 15.-  1. La discrecionalidad podrá darse incluso por ausencia de ley en el 
caso concreto, pero estará sometida a los límites que le impone el ordenamiento jurídico 
expresa o implícitamente, para lograr que su ejercicio sea eficiente y razonable. 2. El Juez 
ejercerá contralor de legalidad sobre los aspectos reglados del acto discrecional y sobre la 
observancia de sus límites.  
 
Artículo 16.-  1. En ningún caso podrán dictarse actos contrarios a reglas unívocas de la 
ciencia o de la técnica, o a principios elementales de justicia, lógica o conveniencia. 2. El 
Juez podrá controlar la conformidad de estas reglas no jurídicas de los elementos discrecionales del 
acto, como si ejerciera contralor de legalidad.  
 
Artículo 17.-  La discrecionalidad estará limitada por los derechos del particular frente a ella, 
salvo texto legal en contrario." (Los resaltados no son del original).  Y sobre el tema de la 
discrecionalidad, la Sala Constitucional ha señalado que:  "En el ejercicio de su actividad 
discrecional la Administración actúa de acuerdo a normas o criterios no jurídicos, vale decir, no 
legislativos, constituidos por datos que, en la especie concreta, se vinculan a exigencias de la 
técnica o de la política, y que representan el mérito, oportunidad o conveniencia del respectivo acto; 
al emitir éste, la Administración debe acomodar su conducta a dichos actos, valorándolos, de ahí lo 
discrecional de su actividad.- En el proceso teleológico que se verifica en la emisión del reglamento 
de ejecución, la Administración debe acatar los límites de la ley y a su vez agregar experiencia y 
juicios propios.- Es una valoración de las circunstancias que rodean la materia. La potestad 
discrecional es, pues, elección de comportamiento en el marco de una realización de valores." 
(Resolución Nº 2478-94 de 26 de mayo de 1994).  En el mismo sentido, pero en fecha más reciente, 
la Sala Constitucional ha afirmado lo siguiente:  

"I. - BENEFICIOS Y DISCRECIONALIDAD ADMINISTRATIVA.- En el Estado de Derecho, la 
actuación de la Administración Pública se desarrolla dentro del orden jurídico y de acuerdo con los 
fines de la ley. Este principio esencial puede hallar satisfacción en grados diferentes, dando lugar a 
dos formas en que la Administración ejerce su poder: la actividad reglada, o vinculada, y la actividad 
discrecional. Así, los actos que la Administración emite en ejercicio de una u otra de ellas son 



llamados actos reglados o discrecionales, respectivamente. Si bien, ambos tipos de actividad 
persiguen ejecutar la ley, entendida aquí en un sentido amplio (Constitución, ley formal y ley 
material), en el ejercicio de la primera –la actividad reglada–, la Administración permanece 
estrictamente vinculada a una o más normas cuyo contenido establece reglas precisas de conducta, 
que deben ser observadas celosamente, y que predeterminan y reglan la emisión del acto 
resultante. Es por esta razón que, comúnmente, se habla de una predeterminación específica de la 
conducta administrativa: en presencia de una determinada situación de hecho, se espera que la 
Administración adopte una decisión también determinada; en otras palabras, ella puede elegir entre 
varias posibles decisiones qué conducta a seguirse le está señalada de antemano por la regla de 
derecho.  

En el ejercicio de la actividad discrecional, en cambio, la Administración actúa con mayor libertad, 
ya que su conducta no está predeterminada por normas legales, sino por una finalidad legal (o 
supra legal) que la actividad administrativa está llamada a realizar. Por consiguiente, se ha afirmado 
que esta predeterminación de la conducta administrativa puede calificarse de genérica. La 
Administración no está aquí constreñida por una norma a adoptar determinada decisión: en 
presencia de determinados hechos o situaciones, queda facultada para valorarlos o apreciarlos, y 
resolver luego si, de acuerdo a tales hechos o situaciones, se cumple o no la finalidad perseguida 
por la norma. Por ello, se ha afirmado que más que un juicio de legalidad, la Administración realiza 
aquí un juicio de oportunidad, pues al respecto la Administración tiene libertad para la selección de 
criterios y de fórmulas. Sin embargo, la dicotomía resultante en la actividad administrativa según si 
ésta es reglada o discrecional, es, de alguna manera, más aparente –epidérmica, si se quiere– que 
real: en efecto, sin importar si la actividad administrativa se desarrolla de uno u otro modo, se 
entiende que debe desenvolverse siempre dentro del ámbito jurídico–legal.  

Por eso se ha dicho, con acierto, que la división de la Administración en reglada y discrecional, vale 
como clasificación de los modos de ejecutarse la ley. En ejercicio de la actividad reglada la 
Administración actúa de acuerdo a normas legislativas, sean éstas formales o materiales. En 
contraste, en el ejercicio de su actividad discrecional, la Administración actúa de acuerdo a normas 
o criterios no legislativos –pues la actividad administrativa en este caso no está predeterminada por 
normas legales, sean éstas constitucionales o meramente legislativas, formales o materiales–, pero 
en el entendido de que tal actividad queda determinada, por un lado, por datos revelados por la 
técnica o la política con relación al caso concreto que se considere (datos que representan el 
mérito, oportunidad o conveniencia del acto) y, por el otro, por una finalidad esencial que le impone 
el ordenamiento jurídico. Por lo tanto, al emitir el acto discrecional, la Administración debe 
acomodar su conducta a dichos datos, valorándolos de conformidad con el objetivo perseguido –de 
ahí lo discrecional de su actividad –; y por eso se ha dicho que potestad discrecional es, pues, 
elección de comportamiento en el marco de una realización de valores.  

De ahí que, a la sazón, potestad discrecional significa que el orden jurídico presta validez jurídica a 
todo medio considerado como adecuado para la realización del valor de que se trate. En este punto, 
queda claro que aunque se califique a la actividad discrecional de la Administración como 
enteramente libre, en realidad su ejercicio ha de mantenerse dentro del ámbito que le es impuesto 
por el orden jurídico vigente, que obliga al órgano administrativo a respetar celosamente la finalidad 
de la norma y los respectivos valores morales que la informan (el elemento moral es fundamento 



indispensable de todo acto administrativo, sea éste reglado o discrecional). En consecuencia, 
discrecionalidad no equivale –ni puede equivaler– a arbitrariedad. La primera está rodeada de 
juridicidad; la segunda de antijuridicidad. Así, el acto administrativo discrecional es necesariamente 
legítimo y el acto arbitrario, en cambio, es siempre ilegítimo: el acto administrativo discrecional 
tiende a satisfacer los fines de la ley, es decir, los intereses públicos, mientras que el acto arbitrario, 
aun aparentando a veces legitimidad, se aparta de la finalidad a que el acto emitido debe 
responder, y produce el vicio conocido como desviación de poder. 

La diferencia entre acto discrecional y acto arbitrario es evidentemente teleológica. La arbitrariedad, 
se ha dicho, hace caso omiso de los fines de la ley para evadirlos o contrariarlos. Y aunque ambas 
–discrecionalidad y arbitrariedad– están inmersas en la noción del ejercicio de libertad, en realidad 
son sustancialmente diferentes, en virtud de que la primera responde al ejercicio de una libertad que 
se ve limitada por el fin a que debe responder el acto correspondiente, en tanto que la segunda se 
corresponde con una libertad desenfrenada y mal orientada. Consecuentemente, cualquier acto 
discrecional de la Administración debe ser capaz de resistir una análisis de la razonabilidad de su 
contenido y sus fundamentos, como es el caso de las normas previstas al emitirse un Reglamento 
como el que aquí nos ocupa." (Resolución 01-12953 de 18 de diciembre del 2001).  Por lo tanto, no 
puede pretenderse otorgar una discrecionalidad sin restricciones, puesto que el fin que la norma se 
convierte en un parámetro para valorar la razonabilidad del acto de ejecución de ésta, así como los 
criterios de las reglas unívocas de la ciencia o de la técnica, los principios elementales de justicia, 
lógica o conveniencia.  

Por otra parte, tanto la doctrina como la jurisprudencia han definido la discrecionalidad, por oposición 
a la potestad reglada, como la "libertad de elección" del ente administrativo entre alternativas 
igualmente válidas en cuanto a motivo y contenido del acto. La Sala Constitucional ha manifestado al 
respecto:  "…característico de la potestad discrecional es la pluralidad de soluciones posibles como 
consecuencia de su ejercicio, que lleva implícita una libertad de elección, inclusive aplicando, de 
estimarse conveniente, otros criterios materiales diferentes a lo jurídico…" (Voto N° 1684-91 de las 
dieciséis horas del veintiocho de agosto de mil novecientos noventa y uno).  "…La potestad 
discrecional es, pues, elección de comportamiento en el marco de una realización de valores…" 
(Voto 2478-94 de las catorce horas treinta minutos del veintiséis de mayo de mil novecientos 
noventa y cuatro).  En ese sentido, la Sala Constitucional sigue la posición de la doctrina sobre el 
carácter de la potestad discrecional. En efecto, García de Enterría señala sobre este punto:  

« ...el ejercicio de las potestades discrecionales de la Administración comporta un elemento 
sustancialmente diferente : la inclusión en el proceso aplicativo de la Ley de una estimación 
subjetiva de la propia Administración con la que se completa el cuadro legal que condiciona el 
ejercicio de la potestad o su contenido particular. Ha de notarse, sin embargo, que esa estimación 
subjetiva no es una facultad extra-legal, que surja de un supuesto poder originario de la 
Administración anterior o marginal al Derecho; es, por el contrario, una estimación cuya relevancia 
viene de haber sido llamada expresamente por la Ley que ha configurado la potestad y que se la ha 
atribuido a la Administración justamente con ese carácter. Por eso la discrecionalidad, frente a lo 
que pretendía la antigua doctrina, no es un supuesto de libertad de la Administración frente a la 
norma ; más bien, por el contrario, la discrecionalidad es un caso típico de remisión legal : la norma 
remite parcialmente para completar el cuadro regulativo de la potestad y de sus condiciones de 



ejercicio a una estimación administrativa, sólo que no realizada por vía normativa general, sino 
analíticamente, caso por caso, mediante una apreciación de circunstancias singulares, realizable a 
la vez que precede al proceso aplicativo…… No hay, pues, discrecionalidad al margen de la Ley, 
sino justamente sólo en virtud de la Ley y en la medida en que la Ley haya dispuesto". E, GARCIA 
DE ENTERRÍA, T, FERNÁNDEZ: Curso de Derecho Administrativo, I, Editorial Civitas, 1998, pp. 
444.  

Esta "libertad de elección" que define la discrecionalidad no es absoluta. Por el contrario, se 
encuentra sujeta al contralor de legalidad en la vía judicial sobre los aspectos reglados del acto 
discrecional (existencia de la potestad, su extensión, competencia y el fin) y sobre la observancia de 
los límites impuestos por el ordenamiento jurídico (artículo 15 de la Ley General de la Administración 
Pública). Esta posibilidad de elección se refiere a la correspondencia del contenido del acto con los 
motivos o circunstancias de hecho que justifican la actuación administrativa, por lo que es 
improcedente cuando los elementos del acto administrativo han sido regulados expresamente por el 
legislador. (Ver la Opinión Jurídica de la Procuraduría General de la República OJ-103-2001, del 24 
de julio del 2001).  Cabe resaltar, que como es bien sabido, la discrecionalidad administrativa es la 
posibilidad que le otorga el ordenamiento jurídico a la Administración para elegir entre varias 
alternativas, a aquella que satisfaga de mejor manera el interés general. Desde este punto de vista, 
la discrecionalidad conlleva una actuación dentro del ordenamiento jurídico, a diferencia de la 
arbitrariedad, cuya actuación es al margen o contrapelo de éste.  

En el caso de la discrecionalidad, la Administración debe realizar una valoración de las 
circunstancias, para determinar cuál es la alternativa más viable y realizar una ponderación de 
intereses o una actividad tendente a la concreción del interés público. A diferencia de lo que ocurre 
con las potestades regladas, donde no existe ningún margen de apreciación, reduciéndose la 
actividad de la Administración a la comprobación del supuesto de hecho que prevé la norma para su 
ejercicio, en esta modalidad de función administrativa, la Administración tiene un mayor margen de 
actuación.  En vista de que la discrecionalidad está sujeta a control, para lo cual la doctrina jurídico-
administrativa ha desarrollado una serie técnicas, entre ellas: la de los hechos determinados, la de 
los conceptos jurídicos indeterminados y los principios generales del Derecho, y que la Ley General 
de la Administración Pública incorpora, en sus numerales 16 y 17 -evidentemente se incluye el 
supuesto del uso de potestades discrecionales- en ningún caso pueden dictarse actos contrarios a 
reglas unívocas de la ciencia o de la técnica, o a los principios elementales de justicia, lógica y 
conveniencia. (Ver en este sentido dictamen de la Procuraduría General de la República C-213-
2003, del 14 de julio del 2003). 

En el caso concreto que nos ocupa, puede verificarse del mismo objeto o materia que regula el 
reglamento invocado, que no existe como alude el recurrente, violación al ordenamiento jurídico 
administrativo aplicable a la materia, en virtud de que la decisión del Concejo Municipal no constriñe 
de manera alguna dicho ordenamiento, pues la decisión de no autorizar el servicio de 300 pajas de 
agua, implicando ello un fuerte impacto negativo para los intereses de la población del Cantón según 
la valoración realizada por el Concejo, está dentro de las facultades establecidas en el artículo 169 
de la Constitución Política en cuanto a la autonomía municipal, y con ello evidentemente se habilita 
la potestad discrecional del Concejo Municipal sobre la materia. 



SEGUNDO: Debe considerarse además que la cantidad de pajas de agua solicitadas se encuentra 
fuera del promedio del crecimiento del cantón, ante los referidos elementos técnicos se podría 
sostener que existirá un impacto importante en el desarrollo normal del suministro del servicio, por lo 
cual, el caso requirió ser detenidamente evaluado, y recurriendo necesariamente a la Conveniencia 
del otorgamiento del servicio, además de los elementos lógicos, científicos y objetivos verificables 
técnicamente, como lo indica atinadamente el recurrente.  No existe Nulidad Absoluta por la 
violación de los límites del acto discrecional como afirma el recurrente, en virtud de la existencia de 
estudios técnicos que denuncian el peligro que se cierne sobre el abastecimiento de agua potable en 
calidad y cantidad suficiente para la población local.  Lo que si aprecia esta asesoría es que no basta 
la referencia genérica a dichos estudios en la motivación y contenido del acuerdo, dado que los 
mismos deben constar en el expediente administrativo, y debe hacerse referencia concreta a la los 
mismos una vez incorporados. A partir de la incorporación de estos estudios se evidenciaría la 
necesidad de tomar medidas inmediatas, en que la precaución y la prevención sean los principios 
dominantes. El fundamento último de estas medidas, radica en el interés público superior que el 
Concejo Municipal está obligados a proteger, así como el orden público sanitario como límite de la 
actuación administrativa.  

La contaminación por hidrocarburos en los acuíferos Barva y Colima, acreditado en los referidos 
estudios, y de la que ya se han encontrado rastros en los análisis realizados en pozos de la zona de 
los Arcos, ha provocado la conformación a nivel nacional de una comisión interinstitucional para 
valorar el problema. La Municipalidad de Belén, de debe justificar en los criterios técnicos está la 
adopción de medidas, como lo han sido los monitoreos de las fuentes de agua potable del sector; y 
que le permitiría justificar que ante el eventual cierre de algunos pozos, se verían obligados a 
adoptar medidas de contingencia para proveer del preciado líquido a los vecinos del cantón que se 
vean afectados, todo con el fin de salvaguardar sus derechos fundamentales. Este abastecimiento 
deberá ser suplido desde la zona de La Ribera.  En otro escenario, encontramos el resultado de la 
investigación realizada por el Laboratorio de Hidrología Ambiental de la Universidad Nacional, muy 
publicitado por la prensa nacional en los últimos días, pero que nuevamente debe ser incorporado al 
expediente administrativo correspondiente a efecto de que el mismo sirva de base para dotar al 
acuerdo, cual acto administrativo, de un motivo y un contenido claro y preciso.  
 
En el mismo se justificaría a nivel técnico que los análisis realizados en los acuíferos de Barba y 
Colima, en los últimos 12 años, muestran un sensible crecimiento de la contaminación por nitratos y 
compuestos orgánicos volátiles, y de que, ello obligaría a la Municipalidad de Belén a considerar que 
de persistir el manejo actual del recurso hídrico, en 10 o 15 años esas fuentes dejarán de ser 
potables, provocando una fuerte reducción en la disponibilidad de agua potable para consumo 
humano, generando más que una duda razonable a partir de la cual la aplicación del Principio 
Precautorio y el Principio de In dubio Pro Natura son de aplicación necesaria en el caso que nos 
ocupa.  Sobre el Principio de Precaución, podríamos indicar que aparece consagrado en el 
Principio 15 de la Declaración de Ambiente y Desarrollo (Río, 1992), al establecer que para proteger 
el ambiente los Estados deberán aplicar el criterio de precaución conforme a sus capacidades. 
Cuando haya peligro de daño grave o irreversible, la falta de certeza científica absoluta no deberá 
utilizarse como razón para postergar la adopción de medidas eficaces en función de los costos para 
impedir la degradación del ambiente. 
 



Estos principios han sido considerado y reconocido por la Sala Constitucional en algunos votos entre 
los cuales se encuentran los siguientes:  “Asimismo, en la Declaración de Río sobre Medio Ambiente 
y el Desarrollo, entre otras cosas, quedó establecido el derecho soberano de los estados a definir 
sus políticas de desarrollo. Se enuncia también, el principio precautorio (principio 15 de la 
Declaración de Río), según el cual "con el fin de proteger el ambiente, los Estados deberán aplicar 
ampliamente el criterio de precaución conforme a sus capacidades. Cuando haya peligro de daño 
grave o irreversible, la falta de certeza científica absoluta no deberá utilizarse como razón para 
postergar la adopción de medidas eficaces en función de los costos para impedir la degradación del 
ambiente." De modo que, en la protección de nuestros recursos naturales, debe existir una actitud 
preventiva, es decir, si la degradación y el deterioro deben ser minimizados es necesario que la 
precaución y la prevención sean los principios dominantes, lo cual nos lleva a la necesidad de 
plantear el principio "in dubio pro natura" que puede extraerse, analógicamente, de otras ramas 
del Derecho y que es, en un todo, acorde con la naturaleza.  
 
No obstante, la tarea de protección al ambiente, se dificulta toda vez que arrastramos un concepción 
rígida con respecto al derecho de propiedad, que impide avanzar en pro del ambiente, sin el cual no 
podría existir el derecho a la vida, al trabajo, a la propiedad o a la salud. No se debe perder de vista 
el hecho de que estamos en un terreno del derecho, en el que las normas más importantes son las 
que puedan prevenir todo tipo de daño al ambiente, porque no hay norma alguna que repare, a 
posteriori, el daño ya hecho; necesidad de prevención que resulta más urgente cuando de países en 
vías de desarrollo se trata. En este sentido, la Declaración de Estocolmo afirmó "...que en los países 
en desarrollo la mayoría de los problemas ambientales son causados por el mismo subdesarrollo. 
Millones continúan viviendo por debajo de los estándares mínimos de salud y salubridad. Por lo tanto 
los países en desarrollo deben dirigir todos sus esfuerzos hacia el desarrollo, teniendo en mente las 
prioridades y necesidades para salvaguardar y mejorar el ambiente. Por la misma razón los países 
industrializados deberían hacer esfuerzos para reducir la brecha entre ellos y los países en 
desarrollo." (Sala Constitucional, Voto N° 5893-95, el resaltado no es del original). 
 
Así las cosas no resulta ni arbitrario ni ilegal, que el Concejo Municipal invoque estos principios ante 
los documentos técnicos que lo llevan a la conclusión de que debe existir una actitud preventiva de 
su parte, con el fin último de que la degradación y el deterioro sean minimizados e implicando que la 
precaución y la prevención sean los principios dominantes con el fin de salvaguardar los derechos 
fundamentales de los habitantes del cantón y que se desprenden del artículo 50 de la Constitución 
Política, ya que es un principio básico el deber de proteger el ambiente, que es de todos y cada uno 
de los habitantes y concretamente de los munícipes de Belén.  Es por ello, que sobre el fondo del 
recurso no existiría Nulidad Absoluta por la violación de los límites del acto discrecional como afirma 
el recurrente, en virtud de la existencia de los estudios técnicos citados, los cuales están apoyados 
en elementos objetivos verificables técnicamente, y si seguimos la tesis de la denominada 
discrecionalidad técnica, el Concejo Municipal, ha actuado apoyado en elementos científicos, 
lógicos, objetivos y sobre todo de Conveniencia a favor de los intereses de la colectividad y de los 
derechos fundamentales de sus munícipes a gozar de un ambiente sano y ecológicamente 
equilibrado. 

TERCERO: En cuanto a la alegada nulidad absoluta por desviación de poder.  Atinadamente el 
recurrente manifiesta, que la Ley General de la Administración Pública, somete la actividad 



administrativa a un pleno ajuste con los fines establecidos en el ordenamiento jurídico para el 
ejercicio de sus potestades de imperio.  Es por ello, que la competencia pública no puede ser 
utilizada para satisfacer una finalidad diferente a la que le es inherente, y la finalidad inherente 
aludida es: “administrar los intereses y servicios locales en defensa de los derechos Fundamentales 
de los habitantes de ese cantón”. (Ver sobre el tema el voto No. 5758-98 de la Sala 
Constitucional), y no simplemente otorgar indiscriminadamente acuerdos de disponibilidad servicios 
para el beneficio particular de una persona jurídica, en detrimento de los derechos fundamentales 
del resto de la población del cantón, lo cual además ante los estudios técnicos supra referidos, iría 
en contra del Principio Precautorio antes expuesto.  Por otra parte, no es verdadera la afirmación 
hecha por el recurrente, cuando afirma que  el Concejo Municipal se apoya en “una supuesta  
amenaza a la salud pública” porque, dicha amenaza existe al respaldarse en estudios técnicos, que 
denuncian el peligro que se cierne sobre el abastecimiento de agua potable en calidad y cantidad 
suficiente para la población local , constituyendo esa realidad además un hecho público y notorio 
que no puede ser ignorado por esta autoridad.  

Como parte de la administración de los intereses y servicios locales a cargo del Concejo Municipal 
como órgano deliberativo del gobierno municipal, está, el tomar medidas inmediatas, en que la 
precaución y la prevención sean los principios dominantes, siendo por ello, que el fundamento último 
de estas medidas, radica en el interés público, y no en uno particular, que este órgano colegiado 
está obligado a proteger, así como el orden público sanitario como límite de la actuación 
administrativa.  Debido a las razones anteriores, y con fundamento en la investigación realizada por 
el Laboratorio de Hidrología Ambiental de la Universidad Nacional, el gobierno  Municipal del Cantón 
de Belén, de manera responsable, realiza monitoreos de las fuentes de agua potable del sector, y 
ante el eventual cierre de algunos pozos, tiene preparadas medidas de contingencia para proveer 
del preciado líquido a los vecinos de la zona, pero sin obviar las medidas necesarias precautorias 
que garanticen a la población el abastecimiento de agua potable. Y lo más preocupante, es que se 
indica que los análisis realizados en los acuíferos Barva y Colima, en los últimos 12 años, muestran 
un sensible crecimiento de la contaminación por nitratos y compuestos orgánicos volátiles, y de que, 
de persistir el manejo actual del recurso hídrico, en 10 o 15 años esas fuentes dejarán de ser 
potables, provocando una fuerte reducción en la disponibilidad de agua potable para consumo 
humano, lo que afectará directamente al Gran Área Metropolitana, y evidentemente al Cantón de 
Belén y sus habitantes. 

Es entonces, que ante tales situaciones apremiantes, el Concejo Municipal ha debido tomar las 
medidas necesarias para garantizar el suministro de agua potable, tanto en cantidad como en 
calidad, evaluando cuidadosamente todos lo elementos necesarios, como lo son los científicos, 
técnicos, lógicos y los de conveniencia, que tienen y tendrán impactos negativos en la prestación de 
servicios a la población.  De no hacerlo de esta manera, y actuando de acuerdo a lo requerido por 
cualquier interesado en procura de su interés particular, y no evaluando el interés colectivo, se 
estaría colocando la salud pública y el suministro de agua de la población en un estado de peligro 
eventual, porque la carencia de agua potable produciría graves problemas de salud física en la 
población del cantón; y de ahí surge la conveniencia de permitir o no un proyecto como el 
cuestionado.  Por las razones enunciadas, es que esta asesoría no considera que se haya infringido 
el ordenamiento jurídico, ni mucho menos que se haya producido una desviación de poder, como lo 
acusa el recurrente, porque es deber del Concejo proteger los intereses colectivos de la población 



del Cantón, como lo señala el artículo 169 de nuestra Constitución Política, y el artículo 1º del 
Código Municipal vigente, siendo que el acto denegatorio de la autorización de suministro de agua 
potable, no es disconforme al ordenamiento jurídico vigente, y tampoco se están violentando las 
reglas elementales de la lógica, la justicia o de Conveniencia de los munícipes del cantón de Belén. 

CUARTO: No cabe duda, que el interés particular del Recurrente no se constituye en un derecho 
constitucional protector de la vida humana en estricto sentido, como se expone y se hace pensar, al 
referirse a los votos 2003-01489 y 2003-121903 de la Sala Constitucional.  En el voto 2003-01489 
citado por el recurrente, la Sala efectivamente indica, que:  III.- La disconformidad del recurrente 
radica en que el Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados se negó a 
conectarles el servicio permanente de agua potable en el lugar donde habitan, considerando 
que ello violenta sus derechos fundamentales a la salud y a la igualdad, pues a otros vecinos 
sí se los ha instalado. En primer término, esta Sala debe acoger los argumentos esgrimidos por el 
Jefe Regional de Aguirre del Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados, en el sentido 
de que, ante el hecho de que las amparadas no han cumplido con todos los requisitos exigidos por el 
ordenamiento para el recibo de un servicio de agua potable, como es la demostración de la 
titularidad de la propiedad (o de su posesión), así como la infraestructura necesaria para recibir 
dicho servicio por parte del Instituto, todas estas razones suficientes para tener como válida la 
actuación de los recurridos. (Ver artículos 32, 33 y 34 del Reglamento para la Prestación de 
Servicios a los Abonados)  

Una vez que los amparados cumplan con todos los requisitos exigidos válidamente por el 
Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados, es claro que dicha institución no 
podrá negarse a suministrarles el servicio que exigen.  Es claro, que estamos en presencia de 
supuestos diferentes al caso que nos ocupa, en virtud de que la Sala Constitucional se propone 
garantizar el derecho constitucional a la salud de las personas que habitan ya en el lugar, y por lo 
que se hace imprescindible garantizar dicho derecho.  Sin embargo en el caso de marras, las 
Sociedades GRUPO ROBLE INTERNACIONAL, S.A. PROPIEDADES IRH DE COSTA RICA, S.A, 
DESARROLLOS LOS PINOS DE GUACHIPELIN S.A. y PARQUE CENTRAL S.A.  no se verían de 
manera alguna afectados en su salud, en virtud de que no tienen esos atributos de la persona física, 
la cual si puede sufrir un detrimento en su salud.  Cuando la Sala manifiesta: “(…) una vez que los 
amparados cumplan con todos los requisitos exigidos válidamente por el Instituto 
Costarricense de Acueductos y Alcantarillados, es claro que dicha institución no podrá 
negarse a suministrarles el servicio que exigen”, se refiere a los derechos fundamentales de los 
amparados, y en el caso de este recurso en estudio no ha justificado aún el recurrente la lesión a los 
derechos fundamentales violentados a las Sociedades representadas por él. 

Sin duda alguna, estamos en presencia de una expectativa de derecho de los futuros propietarios 
quienes podrían adquirir alguno de los inmuebles en esos proyectos, pero las Sociedades citadas, lo 
que procuran es establecer una actividad comercial, con inminentes fines lucrativos, y que se alejan 
de la protección constitucional indicada por la Sala Constitucional, debido a que no es razonable 
aducir que la Administración Municipal tiene la obligación de velar por el establecimiento oportuno 
del agua potable – como elemento lógico del derecho a la vida de una persona jurídica- para 
abastecer 300 pajas de agua, y que en definitiva no existe en la denegatoria en cuestión, un 



menoscabo en la salud de los destinatarios del servicio –siendo personas jurídicas – lo cual se sale 
de lo razonable. 

QUINTO: En cuanto a la alegada nulidad absoluta por vicio en los elementos Motivo y 
Contenido.  De las consideraciones anteriores, se demuestra que el motivo de la decisión 
administrativa impugnada no se encontraría viciada de nulidad si la documentación técnica que se 
menciona y que respalda los argumentos del Concejo se encuentra en efecto incorporada al 
expediente; sin embargo revisado el expediente se constata por parte de esta asesoría que al 
momento de adoptarse el acuerdo la información técnica referida no se había incorporado a los 
respectivos expedientes administrativos, con lo cual podría interpretarse que por la forma del 
acuerdo, como acto administrativo, adolece de una adecuada motivación que podrían implicar que 
en caso de rechazarse el recurso de revocatoria, el acuerdo sea anulado por el Tribunal Superior 
Contencioso Administrativo, al conocer del recurso de Apelación como Superior Jerárquico Impropio 
bifásico, dado que podría interpretar este tribunal que el acuerdo adolece de una adecuada 
motivación y de un contenido apropiado ante la ausencia de los elementos técnicos que se 
mencionan por parte del Concejo. 

Considera esta asesoría que en estas condiciones el Concejo Municipal pudo de previo a haber 
adoptado el acuerdo impugnado incorporar al expediente administrativo la documentación 
pertinente, ya que los elementos fácticos invocados en el acuerdo constan demostrados, mediante 
los estudios técnicos elaborados por las investigaciones realizadas, en donde se establece 
claramente la existencia de un peligro inminente, que tendría como efecto la escasez de agua 
potable a mediano plazo ante el cierre de algunos pozos y tomas de abastecimiento, lo cual obliga al 
Gobierno Municipal a tomar las medidas pertinentes para brindarle el suministro de dicho líquido a la 
población que se vería afectada, mediante el otorgamiento debidamente evaluado de los servicios 
solicitados.  Por lo anterior el acuerdo pudo haberse elaborado mucho mejor estableciendo esa 
determinación fáctica, que llevara a que contenido del acto final sea congruente con el motivo 
invocado, y proporcione la seguridad al Concejo de que ante el la revisión de legalidad del Superior 
Jerárquico no existirá un gran riesgo de que el acuerdo se pueda anular por un vicio formal en 
alguno de los elementos del acto impugnado. 

III. CONCLUSIONES Y RECOMENDACIONES:  A partir del referido análisis esta asesoría 
considera que por el fondo del asunto el Concejo Municipal ha optado por la tesis de acogerse al 
Principio Precautorio y al Principio In dubio Pro Natura en resguardo a los derechos fundamentales 
de los habitantes del cantón de Belén; pero ante posibles inconsistencias del acuerdo como acto 
administrativo en sus elementos de motivo y contenido, sería prudente en aplicación del principio de 
autotutela declarar parcialmente con lugar el recurso de revocatoria presentado en cuanto a la 
forma, y en consecuencia anular el acuerdo impugnado; para posteriormente dictarlo conforme 
corresponda. 



El Regidor Propietario Ing. William Murillo Montero, señala que en ambos dictámenes hay aspectos 
en el análisis que no son correctos, porque la Asesoría Legal hace una serie de apreciaciones que 
entran en un ambiente técnico donde se denota su poco conocimiento en esa materia, por eso no 
coincide con algunas apreciaciones en materia de índole técnico, aunque finalmente esta de acuerdo 
con la recomendación al Concejo en cuanto a forma. 
 

RESULTANDO 

PRIMERO: Conoce este Concejo Municipal del al Recurso de Revocatoria con Apelación en subsidio 
presentado por el señor Javier Gasteazoro Escolán en representación de las empresas GRUPO 
ROBLE INTERNACIONAL DE COSTA RICA, S.A.; PROPIEDADES IRH DE COSTA RICA, S.A.; 
DESARROLLO LOS PINOS DE GUACHIPELIN, S.A. y PARQUE CENTRAL, S.A. contra el 
acuerdo de este Concejo Municipal aprobado en la segunda parte del artículo 4 de la sesión 
ordinaria 23-2005 del 9 de abril de 2005, en el cual se deniega la solicitud de disponibilidad de agua 
potable por su representadas presentada, y 

CONSIDERANDO 

PRIMERO: Análisis de los requisitos de adminisibilidad del recurso presentado: Según se desprende 
de la documentación analizada, es posible determinar que el acuerdo impugnado, aprobado en la 
segunda parte del artículo 4 de la sesión ordinaria 23-2005 del 9 de abril de 2005 de este Concejo 
Municipal, fue notificado a los interesados el día 4 de mayo de 2005.. Siendo así y de conformidad 
con lo dispuesto por el artículo 156 del Código Municipal, es posible constatar que el recurso fue 
presentado el día 10 de mayo de 2005, dentro del plazo de cinco días contados a partir de la 
notificación del acuerdo a los interesados, por lo cual el mismo fue interpuesto en tiempo. Sobre la 
forma requiere el referido artículo 156 que el mismo se presente en un memorial razonado, lo cual 
también se cumple en el caso de nos ocupa, ante lo cual es procedente admitir el recurso para 
estudio e iniciar el análisis del mismo. 

SEGUNDO: Analizado el recurso de revocatoria que se ha presentado y revisado el expediente 
administrativo de la solicitud de disponibilidad de agua presentada por el recurrente, considera este 
Concejo Municipal que por el fondo del asunto en discusión este Concejo cuenta con argumentos 
sólidos para sostener el criterio que implica el acuerdo impugnado. Sin embargo a partir del estudio 
realizado al acuerdo que se pide revocar y se constata que al momento de adoptarse el acuerdo la 
información técnica referida en dicho acuerdo no se había incorporado a los respectivos expedientes 
administrativos, con lo cual se verifica que por la forma el acuerdo, como acto administrativo, 
adolece de una adecuada motivación y de un contenido apropiado, que llevan a la conclusión de que 
el recurso de revocatoria deba acogerse por estos aspectos, anulándose en consecuencia el 
acuerdo impugnado; lo cual además se ve respaldado por el hecho de que este Concejo Municipal 
siempre ha actuado con absoluta transparencia y en estricto apego al ordenamiento jurídico; lo cual 
se demuestra con este análisis responsable que se hace del acuerdo recurrido, y que nos llevan a la 
convicción de que en aplicación del Principio de Autotutela, debe declararse con lugar el recurso 
de revocatoria presentado en cuanto a la forma del acto impugnado, anulándose el mismo.  



POR TANTO.  Se acuerda declarar con lugar por la forma el recurso de revocatoria presentado por 
el señor Javier Gasteazoro Escolán en representación de las empresas GRUPO ROBLE 
INTERNACIONAL DE COSTA RICA, S.A.; PROPIEDADES IRH DE COSTA RICA, S.A.; 
DESARROLLO LOS PINOS DE GUACHIPELIN, S.A. y PARQUE CENTRAL, S.A. contra el acuerdo 
de este Concejo Municipal aprobado en la segunda parte del artículo 4 de la sesión ordinaria 23-
2005 del 9 de abril de 2005 y notificado al interesado el día 4 de mayo del 2005, anulándose el 
mismo por las razones antes expuestas. 

El Regidor Propietario Ing. William Murillo Montero, expone que está totalmente de acuerdo con el 
POR TANTO señalado, declarando con lugar por la forma el recurso de revocatoria, sin embargo, no 
comparte el CONSIDERANDO SEGUNDO, pues el mismo plantea asuntos de fondo sobre los 
cuales mantiene un discenso sobre las razones aprobar o no la disponibilidad de agua de desarrollos 
urbanos en condominio en el cantón. 

El VicePresidente Municipal Erick Villegas González, manifiesta que coincide con la tesis del Regidor 
Propietario Murillo Montero, y por ello apoya únicamente un acuerdo para declarar con lugar por la 
forma el recurso de revocatoria. 

SE ACUERDA POR UNANIMIDAD Y EN FORMA DEFINITIVA:   Declarar con lugar por la forma el 
recurso de revocatoria presentado por el señor Javier Gasteazoro Escolán en representación de las 
empresas GRUPO ROBLE INTERNACIONAL DE COSTA RICA, S.A.; PROPIEDADES IRH DE 
COSTA RICA, S.A.; DESARROLLO LOS PINOS DE GUACHIPELIN, S.A. y PARQUE CENTRAL, 
S.A. contra el acuerdo de este Concejo Municipal aprobado en la segunda parte del artículo 4 de la 
sesión ordinaria 23-2005 del 9 de abril de 2005 y notificado al interesado el día 4 de mayo del 2005, 
anulándose el mismo por las razones antes expuestas. 

Sin más asuntos por tratar a las 7:35 p.m., concluye la Sesión Municipal. 
 
 
 

Ana Patricia Murillo Delgado    Licda. Mariana Chaves Rodríguez 
Secretaria Municipal     Presidenta Municipal 
 


